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r e s m e n
El Consejo de Estado es la corte de cierre de la jurisdicción contenciosa 
administrativa la cual establece la jurisprudencia que debe ser revisada y 
cumplida por las autoridades administrativas, entre ellas las autoridades 
ambientales. Por tal razón, el objeto de este artículo es revisar y analizar las 
principales sentencias que el Consejo de Estado ha promulgado en materia 
sancionatoria ambiental y que deben ser aplicadas por las autoridades am-
bientales durante los procesos sancionatorios que adelanten. 
pa la b ra s  c la e
Procedimiento sancionatorio ambiental, Consejo de Estado, jurisprudencia, 
debido proceso, cpaca. 
a b s t rac t 
The Council of State is the closing court of the contentious administrative 
jurisdiction which establishes the jurisprudence that must be reviewed and 
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complied with by the administrative authorities, including environmental 
authorities. For this reason, the purpose of this article is to review and 
analyze the main judgments that have been promulgated in environmental 
sanctioning matters by the State Council and that must be applied by the 
environmental authorities during the sanctioning processes that proceed.
k eywo r d s
Environmental sanctioning procedure, Council of State, jurisprudence, due 
process, cpaca. 
i n t ro d  c c i  n 
El ius puniendi se establece como una potestad del Estado que le permite 
mantener el orden y la integridad del ordenamiento jurídico, además del 
cumplimiento de los fines estatales establecidos en la Constitución. Dentro 
de esta función está el derecho sancionador de la Administración que busca, 
como su nombre lo indica, sancionar y prevenir las conductas de los ciuda-
danos que desconocen o incumplen las normas. 
Precisamente en ese derecho correctivo (sancionador) se ubica el proceso 
sancionatorio ambiental que es ejercido por las autoridades ambientales del 
territorio nacional, como lo ha establecido la Ley 1333 de 2009. 
En ese orden de ideas, las actuaciones que se adelanten en un procedi-
miento sancionatorio están sometidas a las reglas y principios administrati-
vos contemplados en la Constitución y la ley que regula la materia; y como 
consecuencia de ello, el Consejo de Estado como máximo tribunal de la 
Jurisdicción Contenciosa Administrativa debe velar porque las actuaciones 
sancionatorias se ajusten a derecho. 
El presente documento busca revisar las principales sentencias del Con-
sejo de Estado, especialmente de la Sección Primera, en los que se analizaron 
las actuaciones de las autoridades ambientales en el marco de los procesos 
sancionatorios ambientales. 
Para ello, en primer lugar se desarrolla un breve acápite referido a la 
función sancionatoria de la Administración pública, para revisar posterior-
mente, de forma general, el procedimiento sancionatorio ambiental y su 
integración con la Ley 137 de 2011. 
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Luego de establecer el citado marco normativo y conceptual se pre-
sentan las sentencias que el Consejo de Estado ha promulgado referidas al 
procedimiento sancionatorio ambiental contenido en la Ley 1333 de 2009. 
Al respecto es pertinente señalar que dentro de la investigación se identificó 
que existen múltiples pronunciamientos sobre la materia, pero pocos enfo-
cados en el análisis del procedimiento ambiental objeto de este documento. 
El análisis que se efectúa en este documento comprende: i) la situación 
fáctica; ii) el problema jurídico; iii) el análisis del presupuesto fáctico y la 
normativa ambiental que adelantó el Consejo de Estado, y iv) se establecen 
algunas reglas extraídas de las sentencias estudiadas.
Finalmente, se esbozan algunas conclusiones respecto de la labor del 
Consejo de Estado y su influencia en los procedimientos sancionatorios en 
materia ambiental. 
I .  f  n c i  n  s a n c i o nato r i a 
d e  la  a dm i n i s t r ac i  n  p  b l i c a
El cumplimiento de los fines estatales conlleva que la Administración pública 
cuente con ciertas potestades que le permitan alcanzarlos conforme a los 
postulados constitucionales del Estado social de derecho. 
Para ello, el Estado cuenta con el llamado ius puniendi, el cual ha sido 
definido como el poder que ostentan las autoridades, no sólo penales, sino 
también administrativas, para el adecuado funcionamiento del aparato estatal 
(Ramírez-Torrado y Aníbal-Bendek, 2015: 111).
El ejercicio de la potestad sancionatoria de la Administración incluye 
el derecho penal, el derecho disciplinario1, el derecho contravencional o 
policivo y el derecho correccional o correctivo2. 
1 De modo que, “En el caso de las sanciones disciplinarias, la finalidad principal ‘es la de salva-
guardar la obediencia, la disciplina, la rectitud y la eficiencia de los servidores públicos’. Y se 
concreta en la ‘potestad de los entes públicos de imponer sanciones a sus propios funcionarios, 
con el propósito de preservar los principios que guían la función administrativa señalados en el 
artículo 209 constitucional (moralidad, eficiencia, celeridad, igualdad, economía, imparcialidad 
y publicidad)’” (Corte Constitucional, 2005).
2 Por su parte, la faceta correctiva (sancionadora) se distingue de la disciplinaria, ya que la primera 
procura el buen funcionamiento de la Administración pública, y lo logra por medio de faculta-
des, entre otras sancionadoras, para la realización de sus funciones, mientras que la perspectiva 
disciplinaria procura la defensa de la imagen y prestigio de la entidad (ramírez-torrado y 
aníbal-bendek, 2015: 11).
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En palabras de Laverde esta potestad es la posibilidad de que la Admi-
nistración exija el acatamiento de las decisiones que adopta y esté facultada 
para imponer sanciones por su incumplimiento; es un importante mecanismo 
para garantizar la efectividad de la función a ella atribuida y la satisfacción 
del interés público (Laverde Álvarez, 2018: 15).
Por su parte, el Consejo de Estado ha señalado que:
En Colombia, el artículo 29 CP establece tanto la potestad sancionadora como 
el límite a la misma. En efecto, reconoce la existencia de un poder jurídico para 
imponer sanciones (ius puniendi) pero sometido al debido proceso que se aplica 
a toda clase de actuaciones administrativas. Se enmarca entonces en el Derecho 
Administrativo bajo su primigenia acepción de establecer un límite a la Admi-
nistración en su calidad de sujeto activo de la potestad sancionadora. En otras 
palabras el mencionado artículo “constitucionalizó” la potestad sancionadora 
de la Administración que antes se encontraba en el mero plano de la legalidad, y 
acabó con el monopolio judicial para la imposición de sanciones (Concepto Sala 
de Consulta y Servicio Civil, 2019).
Por consiguiente, con el fin de garantizar el deber de obediencia a la Cons-
titución y las leyes se estableció el régimen sancionador, el cual se convierte 
en una herramienta para la Administración pública en la concreción de los 
postulados del Estado social de derecho. 
De ahí que, tras un análisis de la normativa, la doctrina y la jurispru-
dencia objeto de investigación, se pueden extraer los siguientes elementos 
o características generales del proceso administrativo sancionatorio:
i) El elemento fundamental que faculta el uso del ius punendi es la acción 
u omisión a partir de la cual se vulneran las reglas preestablecidas por el 
legislador para el mantenimiento del orden estatal o el cumplimiento de los 
fines del Estado.
ii) El segundo elemento es la competencia, que para el Consejo de Estado 
… gravita sobre el sujeto activo que expide el acto administrativo y constituye 
un presupuesto indispensable para su conformación, traducido en la potestad, 
aptitud, habilidad, capacidad e idoneidad, que tiene un sujeto legalmente hábil, 
en este caso, una autoridad administrativa, para emitirlo (Laverde Álvarez, 
2018).
iii) En todas las actuaciones de la Administración, en especial en el uso del 
ius puniendi se deben conocer y respetar los principios y derechos constitu-
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cionales y administrativos que rigen su actividad. Entre ellos, el de debido 
proceso, el de legalidad3, el de la presunción de inocencia, el non bis in ídem.
En materia sancionatoria es fundamental dar cabal cumplimiento a los 
principios expuestos, toda vez que de ello depende la eficacia y validez de 
la actuación sancionadora. 
Respecto de la aplicación del principio de legalidad en materia sancio-
nadora el Consejo de Estado ha precisado que 
… la flexibilidad del principio de legalidad no puede tener un carácter extremo, 
al punto que se permita la arbitrariedad de la Administración en la imposición de 
las sanciones o las penas. Por el contrario, en el derecho administrativo sancio-
nador el principio de legalidad exige que directamente el legislador establezca, 
como mínimo, los elementos básicos de la conducta típica que será sancionada, 
las remisiones normativas precisas cuando haya previsto un tipo en blanco o los 
criterios por medio de los cuales se pueda determinar con claridad la conducta, al 
igual que exige que en la ley se establezca también la sanción que será impuesta o, 
igualmente, los criterios para determinarla con claridad (Consejo de Estado, 201).
iv) Otro elemento es la sanción administrativa, entendida como “un mal 
infringido por la Administración a un administrado como consecuencia de 
una conducta ilegal” (García de Enterría y Fernández, 200: 163). Por su 
parte, Carlos Gómez-Pavajeau (2002: 152) la define como el instrumento 
coactivo para hacer cumplir las medidas de policía. 
La jurisprudencia constitucional ha establecido que la sanción es la 
“respuesta del Estado a la inobservancia por parte de los administrados 
de las obligaciones, deberes y mandatos generales o específicos que se han 
ideado para el adecuado funcionamiento y marcha de la Administración” 
(Sent. C-595 de 2010). 
3 Sobre este principio el Consejo de Estado señalo que: “El principio de legalidad de las faltas y 
de las sanciones “alude a que una norma con fuerza material de ley establezca la descripción de 
las conductas sancionables, así como las clases y cuantías de las sanciones a ser impuestas”. En 
consecuencia, la Constitución exige la predeterminación legal de las infracciones administrativas, 
así como las correspondientes sanciones. Este principio se desarrolla en una doble dimensión: i) 
reserva de ley, y ii) tipicidad (Concepto Sala de Consulta y Servicio Civil, 2019: 15). 
 Artículos 209 de la Constitución Política de Colombia y 3.º de la Ley 137 de 2011. 
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Entre las sanciones que puede imponer la Administración tenemos: la 
multa5, la amonestación, el decomiso, la interdicción de derechos, la des-
trucción de las cosas, las demoliciones, las suspensiones de obra y los cierres 
de establecimiento. La diferencia de las sanciones depende de los elementos 
de cada caso y el daño o transgresión acaecido. 
v) Un elemento final del procedimiento sancionatorio es que aun cuando 
tenga naturaleza represora, persigue una finalidad preventiva, en razón a 
que busca evitar que otros miembros de la sociedad infrinjan las normas u 
omitan su acatamiento. 
En ese orden de ideas, se destaca que un rasgo fundamental del derecho 
administrativo sancionador es que supone una ruptura del principio clásico 
de la división de poderes, en la medida en que la represión de los ilícitos ya 
no corresponde de manera exclusiva al Poder Judicial, y más concretamente 
a la justicia penal (Corte Constitucional, 2005). Se debe insistir en que el 
derecho administrativo sancionador busca garantizar los fines del Estado y 
su preservación por medio de una sanción que reprenda y a su vez prevenga 
ese tipo de acciones y omisiones. 
Luego de revisar de forma general las características del derecho san-
cionador, es necesario examinar brevemente el procedimiento sancionatorio 
ambiental y los cambios introducidos en él por la Ley 137 de 2011, para 
luego registrar los pronunciamientos del Consejo de Estado en las diferentes 
etapas de este proceso.
A .  b r e  e  d e s c r i p c i  n  d e l  p ro c e d i m i e n to 
s a n c i o nato r i o  e n  m at e r i a  am b i e n ta l
Dentro de los regímenes especiales en materia sancionatoria está el conte-
nido en la Ley 1333 de 2009 vigente desde el 21 de julio de 2009. En este 
5 Esta clase de sanción posibilita “… una graduación casi matemática entre el daño causado y su 
reparación. Y si a ello se añade el que, a diferencia de la privación de libertad o del cierre de una 
empresa, se permite que el infractor –sin perjuicio de cumplir su deuda con la sociedad– siga 
desempeñando su actividad habitual se comprende que nadie discuta la implementación de este 
tipo de sanción. Si bien no debe tampoco olvidarse, que aunque se hable menos de ello, hay otra 
razón que, sin duda, ha contribuido también, a que la multa se haya acreditado como tipo ideal 
de sanción: el que constituye un medio de allegar ingresos para el poder público” (ramírez-
torrado y aníbal-bendek, 2015: 120).
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acápite se destacan someramente los aspectos generales, para luego revisar 
los cambios introducidos por la Ley 137 de 2011.
En primer lugar, la norma sancionatoria ambiental establece quién tie-
ne la competencia para llevar a cabo un proceso. El cumplimiento de este 
elemento es fundamental, pues en caso de que no se tenga la competencia 
legal para ello, estaríamos ante un proceso sin validez y con un vicio de 
nulidad6. Por lo tanto, 
En materia sancionatoria ambiental […] dada la extensión del territorio nacional, 
así como las dificultades físicas para su demarcación y las diversas autoridades na-
cionales y territoriales que ejercen la potestad sancionadora, se sugiere la diligente 
verificación del ámbito de competencia territorial asignado para evitar caer en este 
vicio (Laverde Álvarez, 2018: 173).
Esta norma especial no establece de forma taxativa los principios aplicables 
sino que determina que serán aplicables los principios constitucionales y 
legales que rigen las actuaciones administrativas y los principios ambientales 
prescritos en el artículo 1.º de la Ley 99 de 1993. 
De forma que se resaltan los siguientes principios, por considerarlos 
primordiales para un adecuado procedimiento sancionador: 
– Debido proceso7;
– Proporcionalidad de la sanción8;
6 Es claro que no se debe confundir la titularidad de la potestad sancionatoria con la facultad a 
prevención contenida en el artículo 2.º de la Ley 1333 de 2009. 
7 Al respecto el Consejo de Estado señaló que “por regla general las garantías del debido proceso son 
aplicables en el derecho penal y en todas las demás manifestaciones del derecho sancionador, entre 
ellas, el derecho administrativo sancionatorio, aunque con distinta intensidad, en consideración 
a la naturaleza, objeto y fines de cada uno de tales regímenes, salvo en los casos en que el legisla-
dor haya consagrado expresamente alguna excepción, como sería por ejemplo en tratándose del 
derecho administrativo cambiario en el que se consagró un régimen de responsabilidad objetiva. 
[…] [L]a Sala debe precisar que aunque en algunos casos el legislador ha ratificado expresamente 
la procedencia de los principios y garantías del debido proceso en actuaciones administrativas 
sancionatorias reconocidos por la Constitución Política (por ejemplo en los regímenes aduanero 
y disciplinario), el hecho de que en otras materias no exista esa consagración expresa no significa 
que los distintos elementos que informan el debido proceso no sean aplicables en otros asuntos, 
pues, como antes se dijo, éste es un imperativo constitucional exigible en todas las actuaciones de 
las autoridades públicas que puedan afectar los derechos de los particulares” (Consejo de Estado, 
2016).
8 La jurisprudencia del Consejo de Estado ha señalado que la proporcionalidad de la sanción debe 
incluir los siguientes elementos: i) que los medios escogidos para alcanzar el fin sean los adecuados; 
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– Reserva de ley9; 
– Celeridad, y
– Legalidad.
El anterior listado no conlleva presumir que los demás principios con-
sagrados en la Constitución y la Ley 99 de 1993 no sean importantes para 
el procedimiento sancionatorio, sólo que estos son fundamentales para su 
validez. 
De otro lado, se debe resaltar que la infracción que da inicio a este pro-
cedimiento especial es toda acción u omisión a las normas ambientales10, así 
como la comisión de un daño ambiental11. Una de las grandes diferencias 
es que en el procedimiento sancionatorio ambiental el presunto infractor 
debe demostrar que no causó un daño al medio ambiente o no cometió una 
infracción ambiental, invirtiendo así la carga de la prueba12. 
Entre las particularidades de este régimen sancionador especial está que 
“la entidad pública correspondiente juega el doble papel de parte y juez. 
Tiene la connotación de parte porque da inicio a la indagación preliminar 
con miras a reunir la información conducente a saber si amerita dar inicio a 
ese trámite e imputa los cargos frente a lo que deberá defenderse el investi-
gado, y, en su condición de juez toma la decisión final” (Quiroz Gutiérrez, 
201: 191).
Las fases del procedimiento sancionatorio ambiental son: 
ii) que es imperativo utilizar dichos medios para obtener el resultado deseado, lo cual implica 
que no exista otra vía para lograr esa finalidad y que tal mecanismo sea el que menos sacrifique 
principios y valores constitucionales, y iii) que el resultado alcanzado no vulnere principios 
constitucionales más importantes.
9 El Consejo de Estado entiende este principio como “… la obligación de que las prescripciones 
normativas que regulen materias propias de esa técnica, consten en disposiciones que pertenezcan 
a cuerpos normativos de rango legal […] el Legislador puede delimitar una materia y permitir que 
se desarrolle y concrete mediante actos administrativos, siempre y cuando no se trate de asuntos 
amparados con reserva legal” (Consejo de Estado, 2013). Por lo tanto, en materia sancionatoria 
ambiental se traduce en que las infracciones o normas ambientales desconocidas deben haber 
sido adoptadas previamente por el legislador, o que este haya permitido su regulación a través 
de actos administrativos. 
10 La Ley 1333 de 2009 enlista taxativamente el Código de Recursos Naturales (Dcto. ley 2811 de 
197, Leyes 99 de 1993 y 165 de 199), sin embargo, se deben tener en cuenta normas posteriores, 
entre otras, el Decreto Único Reglamentario del Sector Ambiente (1076 de 2015). 
11 Para su configuración el daño ambiental debe tener las siguientes condiciones: i) el daño; ii) el 
hecho generador con culpa o dolo, y iii) el vínculo causal entre el daño y el hecho. 
12 Al respecto cfr. Sentencia C-595 de 2010. 
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1. Medidas preventivas.
2. Indagación preliminar. 
3. Iniciación del procedimiento sancionatorio-notificación del auto.
. Intervenciones.
5. Remisión a otras autoridades.
6. Verificación de los hechos. 
7. Formulación de cargos.
8. Descargos.
9. Práctica de pruebas.
10. Determinación de la responsabilidad y sanción, notificación del acto 
administrativo o cesación del proceso. 
11. Publicidad.
12. Recursos.
De lo anterior se tiene que aparentemente la Ley 1333 de 2009 reguló 
de forma integral el procedimiento sancionatorio ambiental, dando cum-
plimiento a los principios y a las prerrogativas constitucionales para uso del 
ius puniendi del Estado. 
No obstante, en la práctica se ha evidenciado que este procedimiento 
tiene vacíos que deben ser suplidos por normas generales como el Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (cpaca) 
y el Código General del Proceso, como se evidencia en el acápite siguiente. 
B .  a p l i c ac i  n  d e  la  l e y  1  3 7  d e  2 0 1 1 
e n  e l  p ro c e s o  s a n c i o nato r i o  am b i e n ta l
La Ley 137 de 2011[13] reguló lo concerniente a las actuaciones de las 
autoridades administrativas, de forma que todo ejercicio de la función ad-
ministrativa debe estar conforme a esta norma o las normas especiales que 
regulen la materia, incluyendo las actuaciones de las autoridades ambientales.
Por lo tanto, el procedimiento sancionatorio ambiental debe acoger lo 
establecido en la norma general, en especial, los aspectos no regulados y 
aquellos modificados por ella. Al respecto Laverde señala que 
… el pas es subsidiario, porque solo aplica en ausencia de leyes especiales que 
regulen la materia. Y supletorio, toda vez que cumple funciones de integración 
13 Con vigencia a partir del 2 de julio de 2012. 
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normativa frente a lo no previsto en ellas. No obstante, la experiencia demuestra que 
las leyes especiales al establecer los pas aplicables a determinada actividad sectorial 
remiten de manera expresa al cpaca (Laverde Álvarez, 2018: 18) 
Es así que de la revisión que se ha hecho de la norma posterior (Ley 137 de 
2011) se tienen los siguientes cambios en materia sancionatoria ambiental: 
– Comunicación al interesado (art. 7), es decir, luego de concluida la 
etapa de indagación preliminar si existen méritos para la apertura de un pro-
ceso sancionatorio se debe comunicar al interesado y posteriormente emitir 
acto administrativo que dé apertura al proceso sancionatorio y formule los 
cargos, si es procedente que sea en un mismo acto administrativo.
– Notificaciones (arts. 56, 67 y 69): la Ley 1333 de 2009 estableció que 
las notificaciones se harán conforme lo establecía el anterior Código Con-
tencioso Administrativo, hoy cpaca. Por lo tanto, la nueva norma derogó la 
notificación por edicto y estableció las siguientes: personal, electrónica, en 
estrados, por aviso y por conducta concluyente. 
– Contradicción de la prueba (arts. 8-g 79): el cpaca estableció que 
dentro de la etapa de traslado para alegar el presunto infractor podrá con-
trovertir las pruebas esbozadas por la autoridad ambiental, en razón a que la 
Ley 1333 de 2009 sólo permitía la contradicción de las pruebas en la etapa 
de descargos.
– Formulación de cargos (art. 7): en este acto administrativo la autoridad 
ambiental debe establecer de forma clara las acciones u omisiones que con-
sidera son constitutivas de la infracción o que generaron el daño ambiental. 
Asimismo, debe indicar las sanciones o medidas que en su momento tomará 
la autoridad ambiental en caso de ser responsable el presunto infractor. 
– El artículo 50 incluyó reglas para la graduación de las sanciones 
con el fin de que la autoridad ambiental dosifique la sanción. Esta misma 
norma estableció que el grado de prudencia y diligencia del presunto 
infractor en el cumplimiento de la norma es una de las conductas a tener 
en cuenta para determinar la sanción. 
– Los actos administrativos que emanen del procedimiento sancionatorio 
quedan en firme de conformidad con el artículo 87 de la Ley 137 de 2011. 
En consecuencia, el procedimiento sancionatorio ambiental está regulado 
por una norma especial (Ley 1333 de 2009) pero debe acatar lo contenido 
en la norma general (Ley 137 de 2011) so pena de desconocer derechos 
constitucionales como el debido proceso. 
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Ahora bien, es claro que hay actuaciones de la Ley 1333 de 2009 que no 
pueden ser tramitadas bajo las normas del pas pues son 
[…] medidas de carácter preventivo o tendientes a restablecer el orden jurídico 
alterado como podrían ser las medidas preventivas en materia ambiental; las medidas 
de reparación patrimonial de daño; las medidas compensatorias por daños causados 
al medio ambiente; las inhabilidades-requisito, y las potestades excepcionales de 
interpretación, modificación y terminación unilateral del contrato estatal no pueden 
ser consideradas sanciones (Vargas Rozo, 201).
Por lo tanto, si bien la Ley 137 de 2011 reguló aspectos no contemplados 
en la Ley 1333 de 2009, lo cierto es que debido a la especialidad del procedi-
miento sancionatorio ambiental hay asuntos, como las medidas preventivas, 
que sólo deben ser tramitadas por la norma especial.
Finalmente, y como se puede evidenciar en los capítulos siguientes, es 
claro que la Ley 137 de 2011 debe ser integrada al procedimiento sancio-
natorio que adelanten las autoridades ambientales. 
I I .  e l  p ro c e d i m i e n to  s a n c i o nato r i o  am b i e n ta l 
e n  la  j  r i s d i c c i  n  c o n t e n c i o s a  a dm i n i s t r at i a
A .  c om p e t e n c i a  d e l  c o n s e j o  d e  e s ta d o 
pa ra  c o no c e r  d e  lo s  a s  n to s  s a n c i o nato r i o s 
e n  m at e r i a  am b i e n ta l
Conforme con lo anterior, en razón a que la Administración pública adelanta 
el proceso sancionador, y que el acto final que impone la sanción o archiva el 
proceso es un acto administrativo, puede ser demandado ante la jurisdicción 
de lo contencioso administrativo. 
Así las cosas, al ser el Consejo de Estado la corte de cierre de la juris-
dicción contenciosa administrativa le corresponde sentar la jurisprudencia 
en la materia. Por lo tanto, de la lectura integral de los artículos 13, 29 y 
230 de la Constitución Política, y 270 del cpaca se tiene que las sentencias 
de unificación jurisprudencial proferidas por el Consejo de Estado tienen 
carácter vinculante para la Administración. En consecuencia, deben ser de 
obligatorio cumplimiento para las autoridades ambientales. 
Bajo la anterior premisa, es claro que el Consejo de Estado conoce de los 
actos administrativos que ponen fin a un proceso sancionatorio ambiental y 
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específicamente en el marco de acciones de nulidad, o de nulidad y restable-
cimiento de derecho, las cuales, con fundamento en la teoría de los móviles 
y las finalidades, ha diferenciado de la siguiente forma:
En primer lugar, la acción de nulidad puede ser presentada por cualquier 
persona sin tener que demostrar un interés en el asunto, y sin necesidad 
de abogado; además, no tiene caducidad, por lo que se puede hacer uso de 
ella en cualquier tiempo, y si la decisión es anulatoria los efectos del fallo 
son erga omnes.
Por su parte, la acción de nulidad y restablecimiento de derechos está 
supeditada a la existencia de un interés, por lo tanto, sólo la persona interesada 
podrá hacer uso de ella y además tendrá que hacerlo a través de abogado. 
Esta acción debe ser presentada en un término de cuatro meses, o de dos 
años cuando es una acción indemnizatoria. Y sus efectos, a diferencia de la 
anterior, son inter partes y de los terceros intervinientes o interesados1. 
Ahora bien, en los últimos años la vinculatoriedad de la jurisprudencia, 
como fuente de derecho, ha sido un tema discutido por los mismos jueces, 
el legislador y los doctrinantes. En efecto, bastante se ha reflexionado sobre 
el poder de los jueces de generar derecho en sus pronunciamientos y que 
estos representen obligatoriedad para otros del mismo nivel o de uno inferior 
en situaciones fácticas similares (López Medina, 2015).
Lo cierto es que hoy en día, y con fundamento en el artículo 10.º del 
cpaca, se estableció como obligatoria para las autoridades administrativas 
la extensión de los precedentes proferidos por el Consejo de Estado en 
sentencias de unificación, independientemente de la materia o el asunto de 
que se trate, de la siguiente forma: 
Artículo 10. Deber de aplicación uniforme de las normas y la jurisprudencia. Al re-
solver los asuntos de su competencia, las autoridades aplicarán las disposiciones 
constitucionales, legales y reglamentarias de manera uniforme a situaciones que 
tengan los mismos supuestos fácticos y jurídicos. Con este propósito, al adoptar 
las decisiones de su competencia, deberán tener en cuenta las sentencias de unifi-
cación jurisprudencial del Consejo de Estado en las que se interpreten y apliquen 
dichas normas.
1 El Consejo de Estado desarrolló esta diferencia en la Sentencia n.º 11001-03-2-1999-05683-02 
de 2003. 
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Por lo tanto, es fundamental que en materia ambiental se conozcan los 
precedentes que la jurisprudencia contenciosa administrativa ha sentado, 
en especial, en relación con la correcta aplicación de la Ley 1333 de 2009. 
Con base en lo anterior, este acápite busca analizar algunos pronuncia-
mientos en materia sancionatoria ambiental expedidos por el Consejo de 
Estado que forman parte de la jurisprudencia, siendo vinculantes para las 
autoridades ambientales y, además, que desarrollan aspectos relevantes a 
tener en cuenta al momento de ser aplicados por las autoridades facultadas 
para ello.
En ese sentido, la metodología implementada para el análisis jurispruden-
cial consistió en abordar los temas más importantes que han sido estudiados 
por el Consejo de Estado, para luego establecer los hechos relevantes de cada 
caso y finalmente realizar un análisis de los argumentos expuestos por el alto 
tribunal con unas breves conclusiones. 
B .  a n  l i s i s  d e  la s  s e n t e n c i a s 
d e l  c o n s e j o  d e  e s ta d o
1 .  s e n t e n c i a  2 3 0 0 1 - 2 3 - 3 1 - 0 0 0 - 2 0 1  - 0 0 1 8 8 - 0 1  
d e l  1 7  d e  n o i em b r e  d e  2 0 1 8 ,  m .  p. :  r o b e rto 
a g  s to  s e r rato  a l d  s
a .  s i t ac i  n  f  c t i c a
La Sala decidió el recurso de apelación interpuesto por la Corporación Au-
tónoma Regional de los Valles del Sinú y del San Jorge (cvs) en contra del 
auto del 16 de marzo de 2015, proferido por la Sala Cuarta de Decisión del 
Tribunal Administrativo de Córdoba. Auto que decretó la medida cautelar 
consistente en la suspensión provisional de los efectos de las Resoluciones 
1-9191 y 1-9550 de 2013, expedidas por la autoridad ambiental en virtud 
del proceso sancionatorio ambiental, en contra de la empresa Reforestadora 
del Sinú, sucursal Colombia15. 
15 Proceso en el cual la corporación declaró responsable a la empresa por la presunta violación a 
las normas ambientales, le ordenó el cese inmediato de las actividades de tala desarrolladas y le 
impuso sanción de multa.
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Lo anterior, con fundamento en que, a juicio de la cvs, la empresa ha-
bía realizado y/o impartido orden de tala sin permiso de aprovechamiento 
forestal único y, además realizado un incendio en el área.
Por su parte, la reforestadora consideró que la autoridad ambiental había 
vulnerado su derecho al debido proceso (art. 29 de la CP), a la defensa, a 
la contradicción y al derecho probatorio. Asimismo, que había desconocido 
la Ley 1333 de 2009, en lo relativo a las fases y pasos del procedimiento 
sancionatorio ambiental16. 
Frente a lo anterior, el Tribunal decidió y decretó la medida cautelar 
consistente en la suspensión provisional de los efectos de los actos admi-
nistrativos al considerar que, efectivamente, la cvs había desconocido los 
principios y derechos invocados en el proceso sancionatorio ambiental17.
El Tribunal encontró que le asistía razón al demandante al argumentar 
que se había omitido aplicar el artículo 7 del cpaca, cuando nada se dijo 
sobre las sanciones o medidas que serían procedentes de cara a la presunta 
infracción ambiental en el pliego de cargos. Omisión que impidió al presunto 
infractor tener la información suficiente para planificar su defensa jurídica y 
examinar si existían visos de proporcionalidad y razonabilidad en las consi-
deraciones iniciales que expuso la autoridad ambiental, situación que violó 
el debido proceso y el principio de integración normativa.
16 En ese sentido, para la parte demandante la autoridad ambiental incurrió en ciertas irregularidades 
al tramitar la actuación administrativa, ya que: i) pretermitió la etapa de indagación preliminar; 
ii) omitió comunicar la práctica de la visita técnica, de la cual surgió la prueba base del proceso 
sancionatorio, recaudándola sin la presencia de la parte afectada y sin la posibilidad de que 
la controvirtiera; iii) dicha visita técnica fue realizada y practicada por contratistas de la cvs, 
quienes no tenían competencia para ello, pues los convenios suscritos no guardaban relación con 
el objeto de la visita,y  además, existió prohibición legal en cuanto a la delegación de funciones 
sancionatorias, más cuando en el sublite no asistió ningún funcionario de la entidad demandada, 
y iv) se violó la garantía de imparcialidad, así como el principio de legalidad.
17 En su parecer no existe duda de que se configuró una violación al debido proceso, por cuanto, la 
visita técnica efectuada con el fin de constatar los hechos la adelantaron personas que, además 
de no ostentar la calidad de funcionarios de la entidad pública, a la luz de los convenios suscritos 
entre aquellos y la corporación autónoma, tampoco tenían competencia. Además, consideró que la 
entidad demandada omitió comunicar la existencia de méritos para iniciar el proceso sancionatorio 
al interesado, para que este estuviese enterado de que la visita técnica realizada tenía fines de 
servir de sustento al proceso sancionatorio, y no, como argumenta la cvs, que tal visita obedeció 
al ejercicio de una facultad de control, seguimiento y evaluación ambiental.
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b .  p ro b l em a  j  r  d i c o
Le corresponde al Consejo de Estado determinar si la decisión de suspensión 
provisional de los actos administrativos demandados, proferida por la Sala 
Cuarta de Decisión del Tribunal Administrativo de Córdoba, se sustentó 
en la existencia de defectos en el trámite del procedimiento sancionatorio 
administrativo, vulnerando el artículo 29 de la Carta Política.
c .  a n  l i s i s  r e a l i z a d o  p o r  la  s e c c i  n  p r i m e ra  
d e l  c o n s e j o  d e  e s ta d o  d e l  p r e s  p  e s to  f  c t i c o  
y  la  n o rm at i a  s a n c i o nato r i a  am b i e n ta l 
En este pronunciamiento el despacho advirtió varios defectos en el trámite 
del procedimiento sancionatorio en cabeza de la autoridad ambiental. Al 
respecto verificó que algunos de los cargos planteados por la parte deman-
dante habían transgredido el artículo 29 de la Constitución Política, y se 
apartaron de las Leyes 137 de 2011 y 1333 de 2009. No obstante, afirmó 
que no todas las actuaciones realizadas por la autoridad ambiental habían 
violado dichos presupuestos.
Frente al argumento expuesto por el Tribunal consistente en que la cvs 
había transgredido el artículo 29 de la Carta Política al no comunicar a la 
reforestadora que practicaría una visita técnica, cuyo informe terminó siendo 
una de las pruebas con las que se sancionó posteriormente a la demandante, 
el Consejo consideró cierto el argumento de la cvs en cuanto a que el inicio 
de una indagación preliminar es un asunto potestativo de las corporaciones. 
Por consiguiente, en el caso en concreto, al momento de ser llevada a cabo la 
visita técnica no se había iniciado el procedimiento sancionatorio y por ello, 
en principio, no se dio el supuesto previsto en el artículo 7 mencionado, es 
decir, la comunicación a la empresa.
Para la sala contenciosa es claro que si bien es cierto que la Ley 1333 
consagra que son aplicables al procedimiento sancionatorio ambiental los 
principios constitucionales y legales que rigen las actuaciones administrati-
vas, e igualmente, las garantías mínimas del debido proceso administrativo, 
la realidad es que la visita técnica en conflicto respondió al ejercicio de las 
funciones legales de las corporaciones, y no al desarrollo de la función pre-
vista en el numeral 17 de la Ley 1333 de 2009. 
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Además, el despacho consideró importante destacar que “[…] cualquier 
tipo de interacción con los administrados, precisa la sujeción al ordenamiento 
jurídico y a las garantías mínimas de cada procedimiento […]”. Por lo que, 
finalmente, la omisión de comunicar a la sociedad reforestadora del Sinú 
que se practicaría una visita técnica, en su parecer, no constituyó violación 
de garantía alguna del debido proceso administrativo, en la medida en que, 
como se indicó, el procedimiento administrativo sancionatorio no se había 
iniciado para dicha época y, adicionalmente, la práctica de la diligencia tuvo 
una justificación de orden legal (Consejo de Estado, 2018).
No obstante, en esa oportunidad el alto tribunal resaltó que todo acto 
administrativo que ordena una indagación preliminar debe indicar claramen-
te las pruebas que serán decretadas y ser notificado al presunto infractor, 
con el fin de preservar los principios contenidos en la Ley 137 de 2011[18]. 
Otro punto objeto de estudio por el Consejo de Estado fue la visita téc-
nica practicada por personas que no ostentaban la condición de servidores 
públicos y, además, que en virtud de los convenios que había suscrito la 
autoridad ambiental los contratistas tampoco tenían el encargo de realizar 
visitas técnicas para acaparar y recaudar pruebas en procedimientos admi-
nistrativos, en especial sancionatorios.
Por lo tanto, la autoridad judicial recordó que eran acertados los plan-
teamientos esgrimidos por el demandante y peticionario de la medida 
cautelar, consistentes en que no es posible delegar la facultad sancionatoria, 
la cual se concreta, no sólo en la potestad de expedir los respectivos actos 
administrativos sancionatorios, sino que involucra “[…] todas y cada una de 
las actuaciones preliminares con fines sancionatorios, y que encuentran su 
desarrollo procedimental en el procedimiento sancionatorio respectivo, cuya 
culminación puede ser la de imponer la respectiva sanción […]” (Consejo 
de Estado, 2018). 
En efecto, para la Corporación una expresión de la potestad sancionatoria 
de la Administración es precisamente la prevista en el artículo 22 de la Ley 
18 Al respecto cabe destacar que, en ese sentido, no sería del todo correcto afirmar que la autoridad 
ambiental no tiene la obligación de notificar al presunto infractor (si ya está determinado) de su 
decisión de realizar una indagación preliminar con el fin de que este ayude a esclarecer los hechos 
y ejercer la contradicción material de la prueba; así como tampoco es admisible que la autoridad 
ambiental practique todo tipo de pruebas sin que medie acto administrativo alguno que lo ordene 
(garro parra, 2013: 55).
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1333 sobre la verificación de los hechos, la cual debió haber sido ejercida 
por funcionarios con competencia19.
Y reiteró que si bien la visita técnica no fue realizada dentro del marco 
de un proceso administrativo sancionatorio seguido en contra de la empresa, 
a esa diligencia no acudió ningún servidor público de la autoridad ambiental 
competente. Adicionalmente, consideró que el informe producto de la visita 
trascendió el ejercicio de las funciones previstas en la ley, motivo por el cual, 
tener en cuenta el informe de la visita como una de las pruebas fundamen-
tales para sancionar constituyó una transgresión a las garantías del debido 
proceso administrativo que señala que las actuaciones se deben adelantar 
por autoridad competente y con el cumplimiento de las formas propiedad 
de cada proceso contenidas en el ordenamiento jurídico. 
Respecto del otro cargo relacionado con la omisión de las etapas del 
procedimiento administrativo sancionatorio en contra de la empresa, el alto 
tribunal resaltó que mediante la Ley 1333 de 2009 se establece el procedi-
miento sancionatorio ambiental y la potestad para imponer y ejecutar las 
medidas preventivas y las sanciones frente a las conductas que atentan contra 
el medio ambiente, los recursos naturales o la salud humana. Procedimiento 
que contempla las herramientas necesarias para garantizar la efectividad de 
los principios y fines previstos en la Constitución y los tratados internacio-
nales que buscan la salvaguarda del medio ambiente y todos los elementos 
que lo componen. 
Así, se resalta que para una mejor comprensión y aplicación es menester 
que el procedimiento administrativo sancionatorio ambiental se integre al 
ordenamiento jurídico y las normas administrativas. Por consiguiente, si 
bien la Ley 1333 de 2009 regula aspectos específicos, debe ser aplicada en 
conjunto con otras normas, incluyendo la Ley 137 de 2011.
Dicho lo anterior, en el caso en concreto la Sala señaló la importancia de 
los alegatos de conclusión dentro del trámite de los procesos judiciales y de 
los procedimientos administrativos, y en ese sentido analizó las reflexiones 
19 Por su parte, la cvs consideró que las personas que acudieron a practicar la mencionada visita 
actuaron en nombre de la Corporación y que tanto “[…] la competencia como las atribuciones de 
facultades asignadas por la ley (sic) no radica en cabeza de un particular, sino de la cvs, quien ejerce 
sus funciones y cumple los objetivos misionales, con el personal de planta, con los contratistas 
y en colaboración armónica con otras entidades sean públicas o privadas para la satisfacción de 
los fines estatales […]” (Consejo de Estado, 2018).
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de la Corte Constitucional en la Sentencia C-107 de 200, M. P.: Jaime 
Araújo Rentería, de la siguiente forma: 
[…] Sobre la base de las pruebas incorporadas al proceso, los alegatos de conclu-
sión juegan un destacado papel en orden al mejor entendimiento de los hechos, de 
los intereses en conflicto, de la forma en que cada extremo asume los motivos de 
hecho y de derecho. Por consiguiente, se constituye en hito procesal de significativa 
importancia para la salvaguarda de la postulación y la excepción, al propio tiempo 
que se atiende a la depuración de la certeza jurídica que requiere el fallador para 
decir el derecho […] (Consejo de Estado, 2018).
En consecuencia, en vista de la importancia que para el ejercicio del derecho 
de defensa revisten los alegatos de conclusión en cualquier tipo de proceso, 
afirmó el despacho que no le asistía razón a la cvs cuando argumentó que no 
existía una unidad normativa entre la Ley 1333 y el cpaca, pues este último 
tiene un carácter subsidiario y supletorio porque, justamente a la luz de la 
normativa colombiana, no es posible dejar de aplicar disposiciones legales 
protectoras de garantías integrantes del debido proceso administrativo, como 
son, en este caso “[…] la participación en la actuación desde su inicio hasta su 
culminación, a que la actuación se adelante por autoridad competente y con 
el pleno respeto de las formas propias previstas en el ordenamiento jurídico 
[…], el ejercicio del derecho de defensa y contradicción […]” (Consejo de 
Estado. Sección Primera, 2018). 
Se destaca que, ante el vacío que de la Ley 1333 frente a la etapa de 
alegatos de conclusión, las garantías del debido proceso administrativo im-
ponen la aplicación del artículo 7 del cpaca haciendo aplicable, a su vez, 
el artículo 8 que contempla la etapa de alegatos de conclusión vencido el 
periodo probatorio. De hecho, se expone que el vacío legal indicado ya ha sido 
estudiado por la doctrina, la cual es partidaria de la aplicación del artículo 
8 del cpaca, en la siguiente forma: 
[…] Una enorme falencia de la Ley 1333 de 2009 es el silencio guardado en relación 
con la etapa de alegatos de conclusión, una etapa que se considera fundamental en 
este tipo de procesos, pues allí se permite a las partes hacer una valoración de todo 
lo actuado, antes de que la autoridad proceda a tomar una determinación sobre 
el particular. Aun así, se entiende que dicha omisión ha sido suplida a partir de 
la entrada en vigencia de la Ley 137 de 2011, pues en su artículo 8, aplicable a 
falta de mandato especial, se establece que una vez vencido el período probatorio 
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es obligación de la autoridad dar traslado al investigado por el término de diez días 
para que presente los alegatos respectivos […] (Consejo de Estado, 2018). 
De esa forma, consideró que le asistió razón al Tribunal Administrativo de 
Córdoba al encontrar en esta omisión una grave violación del debido proceso 
administrativo por la cvs en contra de la Reforestadora del Sinú. 
De otro lado, y en relación con la formulación de los cargos realizada 
por la cvs, reiteró que, ante el vacío de la Ley 1333, la aplicación del artículo 
7 del cpaca permite proteger las garantías del debido proceso administra-
tivo, en particular aquellas referidas al ejercicio del derecho de defensa y 
contradicción.
En últimas, la sección consideró que lo único que hace la interpretación 
adoptada por el a quo es aplicar una regla de reenvío que existe en el cpaca, 
y cuyo objetivo es completar los vacíos existentes en la Ley 1333 sin que-
brantar la naturaleza especial del procedimiento sancionatorio ambiental.
d .  r e g la s  a  t e n e r  e n  c  e n ta  c o n  f  n dam en to  
e n  la  s e n t e n c i a  e s t  d i a da
Es necesario resaltar las premisas fundamentales establecidas por el Consejo 
de Estado: 
– La indagación preliminar es potestativa de la autoridad ambiental.
– No toda actuación que se adelante previa al inicio de una investigación 
sancionatoria constituye una indagación preliminar, y debe ser comunicada al 
presunto infractor sólo al constituirse como una prueba dentro del proceso 
sancionatorio.
– Las actuaciones que se lleven a cabo dentro de un proceso sancionatorio 
deben ser adelantadas por servidores públicos que tengan plena competencia 
para ello.
– La Ley 1333 de 2009 debe integrarse con normas que suplan sus vacíos, 
como la Ley 137 de 2011, con el fin de garantizar los derechos constitucio-
nales de los presuntos infractores. 
Respecto de la indagación preliminar la doctrina ha expuesto que es 
facultativa, por lo que, la autoridad ambiental podrá determinar los casos 
en que acuda a ella (Castellanos y Arcila Salazar, 2015), y en caso de hacerlo 
debe velar por el cumplimiento de las normas, en especial lo relacionado 
con la comunicación al presunto infractor. 
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De otro lado, es importante recalcar que, por ser una prerrogativa cons-
titucional, la Administración actúa en el ejercicio de las atribuciones que le 
son naturales, lo cual implica por regla general entender y reconocer que las 
autoridades o entes públicos con funciones administrativas pueden declarar 
y ejecutar unilateralmente su derecho frente a los administrados, con el pro-
pósito de otorgarle relevancia y ejecutoria a sus decisiones sin necesidad de 
acudir a los estrados judiciales, motivo por el cual esta función, salvo expresa 
excepción otorgada por la ley, no puede ser delegada, pues ello violaría las 
normas y postulados del Estado social de derecho (Tobón Maya, Murillo 
Ramírez, Correa Ramírez y Zárate Yepez, 2018).
La integración normativa entre la Ley 1333 de 2009 y el cpaca es obliga-
toria, toda vez que la normativa constitucional y legal consagra el deber de 
aplicar el debido proceso a toda clase de actuaciones judiciales o adminis-
trativas, y en ese orden de ideas la Ley 137 de 2011 (cpaca) entró a suplir 
y a corregir esos vacíos legales mencionados en la Ley 1333 de 2009. Lo 
anterior, con ocasión del carácter supletorio y subsidiario del cpaca. 
Así las cosas, según Garro Parra (2013: 51):
La Ley 137 de 2011 consagró el procedimiento administrativo sancionatorio 
general, con la salvedad que sólo aplica en dos casos: 1) cuando el procedimiento 
no esté regulado por leyes especiales o por el Código Disciplinario Único, y 2) 
cuando existan situaciones no previstas en las leyes especiales (art. 7), esta última 
estipulación reforzada por el artículo 3 del citado Código. 
Justamente la doctrina ha resaltado que dicha ley “da fundamento a uno de 
los más grandes logros en materia de protección ambiental y revoluciona la 
política criminal del medio ambiente en Colombia” (Tobón Maya, Murillo 
Ramírez, Correa Ramírez y Zárate Yépez, 2018), pues no se debe olvidar 
que el derecho ambiental no constituye una rama independiente dentro 
del ordenamiento jurídico, sino que, por el contrario, se caracteriza por 
su transversalidad e interdisciplinariedad, es decir, hace parte integral del 
ordenamiento jurídico general y del derecho administrativo. 
En efecto, no sería posible lograr los fines propuestos con la expedición 
de la ley si las etapas procesales sufren de visos legales y de proporcionalidad. 
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2 .  s e c c i  n  p r i m e ra .  s e n t e n c i a  1 1 0 0 1 - 0 3 - 2  - 0 0 0 -
2 0 13 - 0 0   5 - 0 0  d e l  2 9  d e  n o i em b r e  d e  2 0 1 8 ,  
m .  p. :  o swa l d o  g i r a l d o  l  p e z
a .  s i t ac i  n  f  c t i c a
En ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del dere-
cho la empresa AngloGold Ashanti Colombia S. A. solicitó la suspensión 
provisional de los artículos 1.º y 2.º de la Resolución n.º 033 de marzo de 
2013, “Por medio de la cual se impone una medida preventiva, se ordena el 
inicio de un proceso sancionatorio y se adoptan otras disposiciones”, y .º 
de la Resolución n.º 1180 de mayo de 2013, “Por medio del cual se desata 
una Solicitud de Revocatoria y se dictan otras medidas”, expedidas por la 
Corporación Autónoma Regional del Tolima (Consejo de Estado, 2018).
Los argumentos expuestos por la empresa son: 
1. Los actos administrativos demandados eran violatorios de artículos 
constitucionales como el artículo 29. Además, la corporación transgredió 
algunos artículos del cpaca como, por ejemplo, el artículo 7, “al no aplicar 
de manera supletoria las disposiciones de dicha norma frente a la forma en 
que debía vincularse a los terceros interesados en la etapa de indagación 
preliminar adelantada por la autoridad ambiental”. También hizo énfasis en 
la vulneración de sus derechos a la defensa y contradicción de los elementos 
probatorios obtenidos por la autoridad.
2. El auto expedido por la corporación mediante el cual ordenó la inda-
gación preliminar fue expedido con vicios legales. Lo anterior, a juicio de 
la parte demandante, 
… toda vez que abarcó hechos distintos de los puestos de presente en la queja 
presentada por la comunidad del Municipio de Piedras, contrariando lo dispues-
to en el artículo 17 de la Ley 1333 de 2009 e incurriendo en una extralimitación 
funcional de sus competencias.
3. La medida preventiva impuesta no cumplió con los presupuestos estable-
cidos en la Ley 1333 de 2009, ya que, a su juicio, esta sólo puede imponerse 
si la infracción o el daño ambiental han sido probados, lo cual en el caso en 
concreto no se dio.
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. Los actos administrativos demandados infringieron el artículo 39 de la 
Ley 1333 de 2009, puesto que no establecieron un periodo específico para el 
levantamiento de la medida preventiva, como lo exige la norma indicada, sino 
que, por el contrario, se sujetaron a una condición, es decir, a la obtención 
de los permisos correspondientes. 
b.  p ro b l em a s  j  r  d i c o s
Determinar si es procedente decretar la suspensión provisional del acto ad-
ministrativo por medio del cual se impuso una medida preventiva en contra 
de una empresa minera por realizar actividades sin contar con el respectivo 
permiso y/o autorización ambiental.
¿Los actos administrativos expedidos por Cortolima dieron cabal cum-
plimiento al debido proceso y los presupuestos de la Ley 1333 de 2009, en 
especial lo relacionado con la etapa de indagación preliminar y las medidas 
preventivas decretadas?
c .  a n  l i s i s  r e a l i z a d o  p o r  la  s e c c i  n  p r i m e ra  
d e l  c o n s e j o  d e  e s ta d o  d e l  p r e s  p  e s to  f  c t i c o  
y  la  n o rm at i a  s a n c i o nato r i a  am b i e n ta l 
En el caso planteado, los cargos analizados por la Sección Primera respecto 
de los temas relacionados con el proceso sancionatorio ambiental fueron, 
entre otros: i) la omisión de la corporación de vincular y notificar a la 
empresa minera al trámite de indagación preliminar, lo que dio lugar a la 
expedición de los actos acusados en contravía de los artículos 37, 38 y 7 
del cpaca; ii) haber abarcado en la indagación preliminar hechos distintos 
de los indicados en la queja que dio inicio a la actuación de la autoridad 
ambiental, en contravía del artículo 17 de la Ley 1333 de 2009, y iii) haber 
establecido una condición para el levantamiento de la medida impuesta y 
no haber especificado un periodo determinado, en contravía del artículo 39 
de la Ley 1333 de 2009.
En primer lugar, consideró que la supuesta omisión de la autoridad am-
biental en la vinculación y notificación a la empresa minera de la orden de 
indagación preliminar no permite deducir que se presentaron los elementos 
suficientes para decretar la suspensión provisional de los actos acusados.
Señaló la Sala que, como lo consagra el artículo 17 de la Ley 1333 de 2009,
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… la naturaleza de la etapa de indagación preliminar es precisamente que la auto-
ridad ambiental, bien sea como consecuencia de una petición o queja, o de oficio, 
realice todas las averiguaciones correspondientes con el fin de arribar a la conclusión 
de si existe mérito suficiente para dar apertura a un proceso sancionatorio ambiental.
En efecto, por medio de una denuncia, queja o flagrancia la autoridad 
ambiental puede llegar al conocimiento de que se está presentando una po-
sible transgresión de la norma ambiental, o causando un daño a los bienes 
jurídicos protegidos, mas estas terminan siendo circunstancias que no con-
ducen de manera causal, sino eventual, a la apertura de un procedimiento 
sancionatorio. 
En ese orden de ideas, menciona el despacho que en la etapa de indagación 
emprendida por una autoridad ambiental, esta no tiene certeza de muchos 
de los elementos que dan lugar al proceso sancionatorio ambiental, como 
es el caso del presunto infractor, situación que se evidenció en el Auto n.º 
619 de 2013, y además, para esclarecer otros aspectos relacionados con la 
infracción a los recursos naturales.
De lo anterior concluyó que no es claro, por lo menos en esta etapa del 
proceso, que la autoridad ambiental deba hacer remisión a las disposiciones 
generales del procedimiento administrativo establecidas en la Ley 137 de 
2011 cuando quiera que se encuentre adelantando la indagación preliminar 
en un proceso sancionatorio ambiental, razón que impide el decreto de la 
medida cautelar así solicitada.
Por otro lado, en cuanto al argumento de la parte actora según el cual 
se abarcaron hechos adicionales a los contenidos en la queja, tanto en la 
decisión que dio apertura a la indagación preliminar, como la que impuso 
la medida preventiva, lo que expresó la Sección es que de la revisión del 
material aportado es posible entender que la autoridad ambiental expidió el 
auto de indagación preliminar, según los hechos puestos en conocimiento 
por la comunidad del Municipio de Piedras, y ordenó la elaboración del 
concepto técnico para verificar tales supuestos, razón por la cual no prosperó 
el argumento de la parte.
Ahora bien, en lo concerniente a la medida preventiva, lo que se expone 
es que, de conformidad con la Ley 1333 de 2009, la autoridad administrativa 
ambiental impone tales medidas de acuerdo con lo que evidencia o llega a 
su conocimiento durante esa etapa. Por lo tanto, no desconoce la normativa 
el hecho de que puedan encontrarse nuevas circunstancias que hagan viable 
la imposición de la medida, ante lo cual, justamente el artículo 13 de la Ley 
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1333 de 2009 señala que, una vez conocido el hecho, la autoridad debe ve-
rificar o comprobar su existencia y, posteriormente, establecer la necesidad 
de imponerla20.
Por consiguiente, si bien alega la actora que las medidas preventivas sólo 
pueden imponerse cuando se encuentre probado el daño o la infracción am-
biental, para el despacho la realidad es que, como se mencionó, “el objeto 
de las medidas preventivas es precisamente evitar o impedir la ocurrencia 
de un hecho, actividad o situación que pueda atentar contra el medio am-
biente, los recursos naturales, el paisaje o la salud humana”21 (Consejo de 
Estado. Sección Primera, 11001-03-2-000-2013-005-00, 2018), pues la 
medida preventiva tiene un carácter provisional donde lo único que se ne-
cesita es comprobar la ocurrencia del hecho, mas no de la posible o supuesta 
infracción o daño ambiental, ya que para tales objetivos es que se adelanta 
el proceso sancionatorio ambiental en todas sus etapas (Castellanos y Arcila 
Salazar, 2015).
Respecto del argumento de la parte actora en cuanto a que la medida 
preventiva fue impuesta violando el artículo 39 de la Ley 1333 de 2009[22], 
el despacho afirmó que tras analizar la norma invocada en lo referente a la 
medida de suspensión de obra, proyecto o actividad, efectivamente, esta se 
debe señalar por un tiempo determinado y con observancia de los supuestos 
legales consagrados en la norma. 
Así las cosas, el Consejo de Estado consideró que 
20 Artículo 13 Ley 1333 de 20009. “Una vez conocido el hecho, de oficio o a petición de parte, la 
autoridad ambiental competente procederá a comprobarlo y a establecer la necesidad de imponer 
medida preventiva”.
21 Ley 1333 de 2009. “Artículo 12. Objeto de las medidas preventivas. Las medidas preventivas 
tienen por objeto prevenir o impedir la ocurrencia de un hecho, la realización de una actividad 
o la existencia de una situación que atente contra el medio ambiente, los recursos naturales, 
el paisaje o la salud humana. Artículo 13. Iniciación del procedimiento para la imposición de 
medidas preventivas. Una vez conocido el hecho, de oficio o a petición de parte, la autoridad 
ambiental competente procederá a comprobarlo y a establecer la necesidad de imponer medida(s) 
preventiva(s), la(s) cual(es) se impondrá(n) mediante acto administrativo motivado”.
22 “Artículo 39. Suspensión de obra, proyecto o actividad. Consiste en la orden de cesar, por un tiempo 
determinado que fijará la autoridad ambiental, la ejecución de un proyecto, obra o actividad cuando 
de su realización pueda derivarse daño o peligro a los recursos naturales, al medio ambiente, al 
paisaje o la salud humana o cuando se haya iniciado sin contar con la licencia ambiental, per-
miso, concesión o autorización o cuando se incumplan los términos, condiciones y obligaciones 
establecidas en las mismas”.
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… si bien es cierto que la norma señala la necesidad de que la medida no sea inde-
finida, sino que por el contrario sea fijada con un límite temporal, no resulta claro 
si dicho límite tiene que ser establecido de forma que se conozca por cuántos días 
o meses se entiende impuesta o si basta para ello que se fije un límite, como puede 
serlo una condición específica y resolutoria, más cuando la causal de suspensión 
es la intervención sin autorización y aquella se produce hasta tanto se tramiten los 
permisos correspondientes.
d .  r e g la s  a  t e n e r  e n  c  e n ta  c o n  f  n dam en to  
e n  la  s e n t e n c i a  e s t  d i a da
Las premisas fundamentales establecidas por el Consejo de Estado en esta 
sentencia son: 
– En la indagación preliminar la autoridad ambiental debe buscar escla-
recer todos los hechos necesarios para determinar si es necesario abrir un 
proceso sancionatorio ambiental. 
– El hecho de que en la indagación preliminar no se tenga como tercero 
interesado al presunto infractor, por no estar determinado de forma clara, no 
conlleva que las medidas preventivas que se tomen deban ser suspendidas por el 
juez, por desconocimiento de derechos constitucionales como el debido proceso. 
No obstante, se genera un grado de duda en el sentido de que no es claro 
en qué momento se debe dar aplicación a las garantías del debido proceso 
en la etapa de indagación preliminar, en especial, en lo referente a la comu-
nicación establecida en el artículo 7 del cpaca, o si, por el contrario, para 
el procedimiento especial ambiental se debe omitir el citado aspecto y no 
acudir a la integración normativa. 
– Si durante la indagación preliminar la autoridad ambiental tiene co-
nocimiento de hechos diferentes a los expuestos en la queja que da inició a 
la actuación administrativa, tiene plena facultad para imponer una medida 
preventiva, por cuanto es temporal y busca evitar una infracción o una afec-
tación a los recursos naturales y al ambiente. Por lo tanto, no es necesario 
probar un daño o una infracción para establecer una medida preventiva. 
– En relación con la temporalidad de las medidas preventivas el Consejo 
de Estado establece que la norma no es clara en el límite del tiempo, el cual 
no sólo tiene relación con temporalidad (meses, años, días), sino que también 
puede estar sujeto a una condición o al acaecimiento de un hecho. 
Al respecto considero que se debe dar completa garantía al debido proceso 
y a la integración normativa con la Ley 137 de 2011. No obstante, esto se 
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debe revisar en cada caso, pues en aquellos en que no sea posible determi-
nar con certeza al presunto infractor desde la indagación preliminar, será 
imposible comunicarle la actuación.
Es fundamental tener claro que una de las diferencias entre la etapa 
de indagación preliminar23 y la apertura de investigación, en un proceso 
sancionatorio ambiental, es el grado de conocimiento al que debe llegar la 
autoridad. En el entendido de que en la fase o etapa de indagación basta 
con establecer la probabilidad de ocurrencia de los hechos constitutivos de 
la transgresión; mientras que en la etapa de investigación se exige un nivel 
de certeza más elevado (Castellanos y Arcila Salazar, 2015).
Asimismo, si toda actuación administrativa debe garantizar los principios 
al debido proceso, la imparcialidad, la transparencia y la publicidad, no sería 
del todo correcto afirmar que la autoridad ambiental no tenga la obligación 
de notificar al presunto infractor (si ya está determinado) su decisión de 
realizar una indagación preliminar.
Puesto que si el presunto infractor está completamente determinado 
al punto de que si lo considera necesario puede imponer las medidas pre-
ventivas que considere, mal haría la autoridad en impedir que este ayude al 
esclarecimiento de los hechos y ejerza la contradicción y defensa. Diferente 
es cuando en la etapa de indagación se busca identificar al presunto infractor 
indeterminado.
En relación con las medidas preventivas se debe resaltar que el objeto 
no es otro que “prevenir o impedir la realización de un hecho o actividad 
que aún no se materializa, pero que de realizarse atenta contra los bienes 
jurídicos ambientales protegidos”. Lo anterior implica que imponer una 
medida preventiva en la etapa de indagación dentro del proceso sancionatorio 
conlleva que la autoridad sólo demuestre que media una sospecha fundada 
de la ocurrencia futura del daño al que se haya expuesto el bien jurídico 
(Castellanos y Arcila Salazar, 2015).
Teniendo en cuenta lo esbozado, es necesario contemplar que en esta 
oportunidad el argumento emitido por el despacho respecto de la duración 
23 La doctrina señala que en esta fase procesal no es deber de la autoridad vincular al presunto 
infractor. Teniendo en cuenta que, dentro del proceso administrativo, el objeto y las finalida-
des de esta etapa consisten en determinar la existencia de mérito para decretar la apertura del 
procedimiento sancionador, verificar la ocurrencia de la conducta, definir si es constitutiva de 
infracción ambiental o si se está al amparo de una causal eximente de responsabilidad y, finalmente, 
identificar al presunto infractor (castellanos y arcila salazar, 2015).
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de la medida discutida resulta ser un poco ambiguo en el entendido de que, 
si bien reconoce el carácter temporal, instrumental y mutable de las medidas 
preventivas, no queda claro si es necesario que la autoridad que la imponga 
establezca un límite temporal o puede estar fijado a una condición.
3 .  s a la  d e  c o n s  lta  y  s e r i c i o  c i  i l .  c o n f l i c to 
d e  c om p e t e n c i a s  a dm i n i s t r at i a s  1 1 0 0 1 - 0 3 - 0 6 -
0 0 0 - 2 0 1 8 - 0 0 0 1 1 - 0 0 ( c ) ,  2 2  d e  ag o s to  d e  2 0 1 8 ,  
m .  p. :   s c a r  da r  o  am aya  naa s
a .  s i t ac i  n  f  c t i c a
La Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado procedió a 
resolver el conflicto negativo de competencias administrativas suscitado 
entre la Procuraduría General de la Nación, la Procuraduría Auxiliar para 
Asuntos Disciplinarios, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible 
y el Consejo Directivo de la Corporación Autónoma Regional del Tolima 
(Cortolima).
Lo anterior, en vista de que los apoderados de la empresa AngloGold 
Ashanti Colombia S. A. presentaron recusación en contra del director general 
y el jefe de la oficina jurídica de Cortolima por considerar que las actuaciones 
adelantadas por ellos se enmarcaron en lo estipulado en los numerales 8 y 
11 del artículo 11 de la Ley 137 de 2011.
En efecto, la Corporación impuso medida preventiva consistente en 
la suspensión de las actividades que realiza la empresa en el municipio de 
Piedras, Tolima, y ordenó la apertura de un proceso sancionatorio ambiental, 
el cual se encontraba en etapa probatoria. 
Paralelamente, el personero municipal y el alcalde de Ibagué (Tolima) 
presentaron ante el Tribunal Administrativo una acción popular en contra 
de la Agencia Nacional de Minería, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible y la empresa AngloGold Ashanti Colombia S. A. por la afectación 
de derechos colectivos, entre otros, el goce de un medio ambiente sano, 
debido a las actividades de extracción, transporte y transformación y/o 
procesamiento de mineral llevadas a cabo en los municipios de Cajamarca, 
Ibagué y Piedras del departamento del Tolima. 
Dentro de la citada acción popular se vinculó a la Corporación con el fin 
de que presentara contestación a la demanda por la supuesta vulneración de 
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derechos colectivos. En dicha contestación se argumentó que la Corporación 
había adelantado todas las actuaciones necesarias para el cumplimiento de 
sus funciones contenidas en la ley, entre las cuales se destaca la imposición 
de una medida preventiva consistente en la suspensión de actividades a la 
empresa AngloGold Ashanti Colombia S. A. y la apertura de un proceso 
sancionatorio ambiental.
En ese orden de ideas, los apoderados de la empresa AngloGold Ashanti 
Colombia S. A. señalaron que la defensa presentada por el apoderado de 
Cortolima, dentro de la citada acción popular, alegó que el director general 
y el director jurídico de la corporación no actuaron de forma imparcial sino 
tomando una posición sesgada y parcializada en contra de la empresa, lo que 
produjo que esta trascendiera dentro del proceso sancionatorio ambiental.
b .  p ro b l em a  j  r  d i c o
Determinar cuál de las autoridades en conflicto –el Consejo Directivo de 
Cortolima, la Procuraduría General de la Nación o el Ministerio de Am-
biente y Desarrollo Sostenible– es competente para resolver la recusación 
que ha planteado la empresa AngloGold Ashanti Colombia S. A. en contra 
del director general de la Corporación Autónoma Regional de Tolima y el 
jefe de la oficina jurídica dentro de un proceso sancionatorio ambiental.
c .  a n  l i s i s  r e a l i z a d o  p o r  la  s e c c i  n  p r i m e ra  
d e l  c o n s e j o  d e  e s ta d o  d e l  p r e s  p  e s to  f  c t i c o  
y  la  n o rm at i a  s a n c i o nato r i a  am b i e n ta l 
El problema jurídico presentado ante la Sala de Consulta y Servicio Civil del 
Consejo de Estado proyectó varios temas relacionados con el procedimiento 
sancionatorio ambiental, entre ellos la función sancionatoria de las Corpora-
ciones Autónomas Regionales (car) y el vacío normativo de la Ley 1333 de 
2009 en cuanto a la autoridad competente para resolver los impedimentos 
o las recusaciones dentro de un proceso sancionatorio ambiental.
En ese sentido, respecto de la naturaleza jurídica y función sancionatoria 
ambiental de las car señaló que con los artículos 79 y 80 de la Constitución 
Política se concibió la creación de Corporaciones Autónomas Regionales. 
Ahora bien, el artículo 31 de la Ley 99 de 1993 estableció las funciones 
de estas corporaciones, entre ellas “imponer y ejecutar a prevención medidas 
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de policía y las sanciones previstas en la ley, en caso de violación a las nor-
mas de protección ambiental y de manejo de recursos naturales renovables 
[…]”2. Así, con base en el mencionado artículo fue expedida la Ley 1333 
de 2009, con el objetivo de reglamentar el proceso sancionatorio ambiental 
que debía ser aplicado por las autoridades ambientales, y a prevención por 
las demás autoridades del territorio nacional. 
Así las cosas, y de acuerdo con la citada función, Cortolima inició el res-
pectivo proceso sancionatorio ambiental teniendo como presunto infractor 
a la empresa AngloGold Ashanti Colombia S. A., y frente al cual los apode-
rados de la empresa presentaron la respectiva recusación contra el director 
general y el jefe de la oficina jurídica de la autoridad ambiental, es decir, 
con ocasión de la función sancionatoria otorgada por ley a las autoridades 
ambientales (Consejo de Estado. Sala de Consulta y Servicio Civil, 2018).
Por otro lado, respecto de los vacíos normativos que presenta la Ley 
1333 de 2009, señaló la Sala que esta no tiene una norma específica que 
establezca lo relacionado a los impedimentos o recusaciones dentro del 
proceso sancionatorio ambiental; sin embargo, advirtió que este proceso 
se ajusta en el marco de la función administrativa, por lo que se rige por la 
normativa general.
En efecto, mencionó que el artículo 3.º de la Ley 1333[25] establece que 
al procedimiento sancionatorio ambiental le rigen no sólo los principios 
ambientales, sino también los constitucionales y legales. Adicionalmente, los 
artículos 2.º, 3 y 7 de la Ley 137 de 2011 (cpaca) permiten determinar 
la naturaleza administrativa de la función sancionatoria.
Por consiguiente, concluyó la Sala que frente a la ausencia de alguna 
norma especial que impida o dificulte la aplicación de las normas y los 
principios contenidos en el cpaca en el campo del proceso sancionatorio 
ambiental, se debe acudir a revisar el trámite establecido en el cpaca para la 
resolución de impedimentos y recusaciones. 
2 “Artículo 31. Funciones. Las Corporaciones Autónomas Regionales ejercerán las siguientes fun-
ciones: […] 17. Imponer y ejecutar a prevención y sin perjuicio de las competencias atribuidas 
por la ley a otras autoridades, las medidas de policía y las sanciones previstas en la ley, en caso 
de violación a las normas de protección ambiental y de manejo de recursos naturales renovables 
y exigir, con sujeción a las regulaciones pertinentes, la reparación de los daños causados:…”.
25 Ley 137 de 2011. “Artículo 3o. Principios rectores. Son aplicables al procedimiento sancionatorio 
ambiental los principios constitucionales y legales que rigen las actuaciones administrativas y los prin-
cipios ambientales prescritos en el artículo 1.º de la Ley 99 de 1993”.
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De lo anterior, afirmó que respecto de la competencia para resolver los 
impedimentos o las recusaciones que se formulen contra el director general 
de la autoridad ambiental que adelante un proceso sancionatorio, es necesario 
remitirse a las normas del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo. En efecto, el artículo 12[26] de esta normativa 
establece que las recusaciones presentadas deben ser resueltas por el superior 
respectivo, “sin determinar si es administrativo o jerárquico pues la norma 
no hace distinción alguna” (Consejo de Estado. Sala de Consulta y Servicio 
Civil, 11001-03-06-000-2018-00011-00C).
Consagró que, en caso de no tener superior, la competencia para resolver 
las recusaciones o impedimentos radica en el sector o, en ausencia de estos 
dos, le correspondería al Procurador General de la Nación.
En ese orden de ideas, al reafirmar conceptos previos, es claro para la Sala 
que el Consejo Directivo de la Corporación Autónoma Regional del Tolima 
es el nominador del director general, y en razón a ello y a los estatutos de la 
entidad, ejerce actos de superioridad. 
En ese sentido, debido a las funciones otorgadas, el Consejo Directivo de 
la Corporación Autónoma Regional del Tolima es el encargado de resolver 
la recusación presentada por la empresa AngloGold Ashanti Colombia S. 
A. en contra del director general de la Corporación. 
Por tal razón, la Sala confirió competencia al consejo directivo para re-
solver la recusación planteada por la empresa AngloGold Ashanti Colombia 
S. A. dentro del proceso sancionatorio ambiental que se adelanta en contra 
de la referida empresa, pues consideró que resulta más armónico con los 
principios y la orientación general del proceso sancionatorio ambiental, que 
dichas decisiones sean tomadas por el Procurador General de la Nación 
(Consejo de Estado. Sala de Consulta y Servicio Civil, 11001-03-06-000-
2018-00011-00C).
26 Ley 137 de 2011. “Artículo 12. Trámite de los impedimentos y recusaciones. En caso de impedi-
mento el servidor enviará dentro de los tres (3) días siguientes a su conocimiento la actuación 
con escrito motivado al superior, o si no lo tuviere, a la cabeza del respectivo sector administrativo. 
A falta de todos los anteriores, al Procurador General de la Nación cuando se trate de autoridades 
nacionales o del Alcalde Mayor del Distrito Capital, o al procurador regional en el caso de las 
autoridades territoriales”. 
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d .  r e g la s  a  t e n e r  e n  c  e n ta  c o n  f  n dam en to  
e n  la  s e n t e n c i a  e s t  d i a da
De los argumentos expuestos en la citada decisión se pueden extraer las 
siguientes premisas: 
– Los procesos sancionatorios ambientales a cargo de las autoridades 
ambientales no pueden desconocer el principio de integridad normativa, 
no sólo por la importancia, especificidad y fines que envuelve la Ley 1333 
de 2009, sino, además, por el deber constitucional de velar porque todas las 
actuaciones administrativas contemplen las garantías y prerrogativas del 
debido proceso.
– Dentro del procedimiento sancionatorio las recusaciones e impedimen-
tos no están reguladas por la Ley 1333 de 2009, por lo que se debe acudir al 
cpaca con el fin de acoger lo allí regulado. 
– Con fundamento en la regulación de recusaciones e impedimentos 
que hace el cpaca para el Consejo de Estado, el consejo directivo de las 
corporaciones tiene la competencia para decidir estos trámites, en razón de 
su superioridad frente al director, en la medida en que, entre otros aspectos, 
lo elige y lo nombra. 
 .  s e c c i  n  q  i n ta .  s e n t e n c i a  7 3 0 0 1 - 2 3 - 3 1 - 0 0 0 -
2 0 1 2 - 0 0 1 0 8 - 0 1  d e l  2 2  d e  m a r z o  d e  2 0 1 8 ,  
m .  p. :  a l b e rto  y e p e s  b a r r e i ro
a .  s i t ac i  n  f  c t i c a
La sociedad Leasing Bolívar presentó demanda de nulidad y restablecimiento 
de derecho con el fin de que se declarara la nulidad de las resoluciones 2398 
de 2011 y 119 de 2011, “mediante la cual Cortolima ordenó el decomiso 
definitivo de una retroexcavadora”, lo anterior con fundamento en que la 
autoridad ambiental desconoció su derecho de propiedad y, además, adujo 
que fue sujeto de una sanción administrativa sin haber sido declarada res-
ponsable del daño ambiental. 
La actora señaló específicamente que el artículo 0 de la Ley 1333 de 
2009, modificado por el Decreto 3678 de 2010, no establece la posibilidad 
de imponer sanciones a terceros que no hayan sido encontrados infractores 
ambientales, por lo que la sanción carece de sustento jurídico. 
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El hecho que dio fundamento al proceso sancionatorio fue el ejercicio 
de la empresa Coinpav Ltda. de la actividad minera sin licencia ambiental, 
por lo que mediante la Resolución 3551 Cortolima impuso como medida 
preventiva la suspensión de actividades y el decomiso, entre otros elementos, 
de una excavadora que estaba siendo operada por la sociedad. 
Sin embargo, la máquina fue objeto del contrato de leasing que suscri-
bieron la sociedad Coinpav Ltda. y la Compañía de financiamiento Leasing 
Bolívar. Como consecuencia del citado contrato la operación, explotación, 
manejo, control y tenencia de la máquina pasó a manos de la sociedad, pero 
la propiedad continuó en cabeza de la compañía de financiamiento. 
Con fundamento en lo anterior, por medio de la Resolución 0083 de 
2011, Cortolima vinculó a la actuación a la sociedad Leasing Bolívar, razón 
por la cual la autoridad ambiental se opuso a las pretensiones de la deman-
da y argumentó que el acto administrativo objeto de control se encontraba 
ajustado al bloque de legalidad que regula el proceso sancionatorio y a su 
vez no desconoció las normas superiores de la materia. 
Finalmente, la autoridad ambiental señaló que la sociedad infractora no 
atendió la obligación legal de obtener el permiso para efectuar actividades 
de impacto ambiental, como lo es la minería, generando daños ambientales. 
Mediante una sentencia de 2013 el Tribunal Administrativo del Tolima 
negó las pretensiones de la demanda y manifestó que los actos administrati-
vos se encontraban debidamente sustentados en normas legales aplicables al 
caso. Además, que la sociedad debió exigirle la licencia ambiental al locatario, 
previa suscripción del contrato de leasing. 
b .  p ro b l em a s  j  r  d i c o s
¿Los actos administrativos demandados desconocieron los artículos 2.º, .º 
y 58 de la Constitución Política de Colombia?
¿Se aplicó indebidamente el artículo 0 de la Ley 1333 de 2009?
c .  a n  l i s i s  d e l  p r e s  p  e s to  f  c t i c o  
y  la  n o rm at i a  s a n c i o nato r i a  am b i e n ta l  
p o r  e l  c o n s e j o  d e  e s ta d o
En relación con el primer problema jurídico, el Consejo de Estado resaltó que 
la jurisprudencia constitucional ha destacado que el derecho de propiedad 
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no tiene un carácter absoluto, toda vez que tiene límites, como las funciones 
social o ecológica27. Por lo tanto, el citado derecho puede ser restringido por 
la Administración cuando su ejercicio no se ajuste a las reglas fijadas por el 
ordenamiento jurídico, como sucedió en el caso concreto. 
Por su parte, y en relación con el decomiso definitivo, determinó que se 
destaca válido en la medida en que tenga plena observancia de principios 
de legalidad, tipicidad y proporcionalidad, así como el debido proceso del 
propietario. Específicamente, citó una sentencia de la Corte Constitucional 
donde se avala la actuación, y al respecto señaló:
Por consiguiente, la Corte avaló en el juicio de constitucionalidad la sanción de 
decomiso administrativo definitivo, siempre que sea el resultado de la comisión de 
una infracción administrativa regulada por el legislado e impuesta con observancia 
del debido proceso.
El Alto Tribunal de lo Contencioso Administrativo destacó que la Admi-
nistración tiene plenas facultades constitucionales y legales para decomisar 
definitivamente un bien, siempre y cuando el proceso que lo origine haya sido 
adelantado con plena observancia de las garantías que asisten al investigado, 
en especial el debido proceso, y el derecho de defensa y contradicción. 
Luego de revisar los hechos del caso, la Sección concluyó que el procedi-
miento administrativo que ordenó el decomiso definitivo de la maquinaria de 
propiedad de Leasing Bolívar, y objeto del contrato celebrado con Coinpav 
Ltda., se adelantó con respeto de las garantías constitucionales. 
Sobre el segundo problema jurídico, el Consejo de Estado llegó a la 
conclusión de que en el procedimiento sancionatorio Cortolima no dio una 
aplicación indebida al artículo 0 de la Ley 1333 de 2009. 
Lo anterior, con fundamento en que si bien la autoridad ambiental no 
declaró que la compañía de financiamiento era infractora de las normas 
ambientales, y como consecuencia no podía decomisar la maquinaria de su 
propiedad, lo cierto es que no era necesario declarar responsable a la com-
pañía de financiamiento para decomisar la maquinaria, pues de los actos 
administrativos sustento de la demanda era posible determinar que la simple 
titularidad del bien con que se cometió la conducta infractora era suficiente 
27 Para ello citó las sentencias C-189 de 2006 y C-59 de 2011.
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para imponer la sanción sobre el objeto que fue usado para cometer la in-
fracción, independientemente de quien ostentara el derecho de propiedad. 
d .  r e g la s  a  t e n e r  e n  c  e n ta  c o n  f  n dam en to  
e n  la  s e n t e n c i a  e s t  d i a da
– Dentro de un proceso sancionatorio ambiental se puede llevar a cabo el 
decomiso de objetos que hayan sido utilizados para cometer una infracción 
ambiental sin que implique la extinción de dominio. No obstante, para que 
el decomiso sea válido es necesario que el proceso que lo haya originado 
cumpla con todas las garantías constitucionales y legales de la materia, como 
el debido proceso, el derecho de defensa y contradicción. 
– A pesar de que el titular de un bien que fue usado para cometer una 
infracción ambiental no la haya realizado directamente, es indirectamente 
responsable, en el sentido de que su derecho de propiedad puede ser limi-
tado por desconocer funciones como la ecológica. Siempre y cuando se le 
respeten dentro del proceso sancionatorio las garantías constitucionales 
establecidas anteriormente. 
5 .  s e c c i  n  p r i m e ra .  s e n t e n c i a  5 0 0 0 1 - 2 3 - 3 3 - 0 0 0 -
2 0 1 5 - 0 0 2 3  - 0 1  d e l  13  d e  m ayo  d e  2 0 1 8 ,  
m .  p. :  h e r na n do  s  n c h e z  s  n c h e z
a .  s i t ac i  n  f  c t i c a .  m  y  c o rta
En el marco de una acción popular los señores Jesús María Quevedo Díaz 
y José Gonzalo Buitrago Ruíz presentaron demanda en contra del muni-
cipio de Cumaral, la Corporación para el Desarrollo Sostenible del Área 
de Manejo Especial la Macarena (Cormacarena) y la Empresa de Servicios 
Públicos del Meta S. A. E.S.P.-edesa S. A. por considerarlos responsables 
de la vulneración de los derechos colectivos, en especial el derecho a un 
medio ambiente sano. 
Si bien el proceso no gira en torno a la revisión de un acto administrativo 
que sancione conductas por infringir las normas ambientales o por causar 
un daño ambiental, lo cierto es que en el desarrollo de las consideraciones 
el Consejo de Estado destacó la importancia de la potestad sancionatoria, y 
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a su vez definió las medidas preventivas, sancionatorias y compensatorias 
en materia de responsabilidad ambiental. 
b .  p ro b l em a  j  r  d i c o
¿Las medidas adoptadas por las autoridades demandadas respecto de la ins-
talación de la red de alcantarillado llevada a cabo en los predios El Porvenir, 
El Manantial y El Recoveco Llanero afectaron el nivel freático de los caños 
La Chucua y Los Limones, y con ello el equilibrio ecológico del área, siendo 
procedente la adopción de medidas en aplicación del principio de precaución?
c .  a n  l i s i s  d e l  p r e s  p  e s to  f  c t i c o  
y  la  n o rm at i a  s a n c i o nato r i a  am b i e n ta l  
p o r  e l  c o n s e j o  d e  e s ta d o
El Consejo de Estado hizo una revisión del marco normativo internacional del 
derecho ambiental y las normas internas sobre la materia, y posteriormente 
estudió los principios de prevención y precaución, destacando sus diferencias. 
Asimismo, señaló que la Sección Tercera del Consejo de Estado estudió el 
régimen de responsabilidad por daños ambientales y ecológicos e indicó que: 
[…] Cuando se trata de la responsabilidad por daños ambientales y ecológicos 
debe precisarse: 
(1) La contaminación como fenómeno es el supuesto fáctico del que se hace des-
prender la concreción dañosa en derechos, bienes e intereses jurídicos; 
(2) La contaminación en sí misma no es asimilable al daño ambiental y ecológico, 
ya que se comprende que en la sociedad moderna a toda actividad le es inherente e 
intrínseca la producción de uno o varios fenómenos de contaminación, al ser objeto 
de autorización administrativa y técnica en el ordenamiento jurídico; 
(3) La contaminación desencadena un daño ambiental cuando produce un dete-
rioro, detrimento, afectación o aminoración en la esfera personal o patrimonial de 
un sujeto o sujetos determinables;
() Se produce dicho daño ambiental cuando los derechos, bienes e intereses 
resultan cercenados o negados absolutamente [destrucción de un predio o de un 
bien mueble como consecuencia de una contaminación hídrica o atmosférica], o 
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limitados indebidamente (v. gr., se obliga a una destinación natural y productiva 
diferente al uso del suelo de un predio, o las limitaciones a sus propiedades para 
poder seguir desarrollando una actividad productiva o agrícola en el mismo vo-
lumen o proporción), o cuando se condiciona el ejercicio [v. gr., cuando sujeta el 
uso y goce de un predio a una descontaminación o a un proceso de recuperación 
ambiental antes de retomar o seguir su uso natural y ordinario]; 
(5) Cuando se trata de la realización o ejecución de obras públicas o la construcción 
de infraestructuras el daño ambiental puede concretarse en la afectación del uso 
normal de los bienes patrimoniales, o en la vulneración de un bien ambiental, de 
los recursos naturales, del ecosistema, de la biodiversidad o de la naturaleza; 
(6) De un mismo fenómeno de contaminación, o de la concurrencia de varios de 
ellos se pueden producir tanto daños ambientales, como daños ecológicos, esto es, 
aquellos que afectan a bien(es) ambiental(es), recurso(s) natural(es), ecosistema(s), 
biodiversidad o la naturaleza; 
(7) La concreción de los daños ambientales y ecológicos puede ser histórica, ins-
tantánea, permanente, sucesiva o continuada, diferida.
[…]
En ese sentido, el daño ambiental se define como “las alteraciones, efectos nocivos 
o molestias causadas a los bienes materiales o de recursos, a la salud e integridad 
de las personas, así como a las condiciones mínimas para el desarrollo y calidad de 
vida, y que pueden limitar el ejercicio de determinados derechos [v. gr. Derecho 
de propiedad]”. Se comprende, también, que el daño ambiental es “toda agresión 
derivada de la actividad humana en el medio natural, que causa como consecuencia 
la modificación o alteración en los bienes y recursos disponibles, o efectos nocivos 
en la salud e integridad de las personas”.
En tanto que el daño ecológico se define como la “degradación, deterioro o modifi-
cación del medio natural causada como consecuencia de cualquier tipo de actividad. 
La nota distintiva de esta definición se encuentra en que no está referida a interés 
individual o humano alguno, sino que se enfoca hacia la tutela del medio natural 
en su conjunto, como interés independiente de aquel”. Dicho daño, para comple-
mentar su definición, comprende la “destrucción de especies, la degradación de los 
recursos naturales (agua, aire, flora), la alteración de las condiciones de los suelos, el 
deterioro y la modificación de los sistemas ambientales en la que se integran […]”.
Así, el Consejo de Estado estableció un concepto para daño ambiental y uno 
para el daño ecológico, con el fin de determinar la responsabilidad ambiental 
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en caso de su ocurrencia. No obstante, esta distinción conceptual de daño 
no abarca las diferencias en su sanción, como está instituido en la Ley 1333 
de 2009, pero se debe tener en cuenta al momento de establecer las medidas 
de reparación o compensación. 
Posteriormente, y en relación con la importancia del derecho sancio-
natorio ambiental, el Consejo destacó que el Estado colombiano establece 
constitucionalmente el deber de protección del medio ambiente sano (art. 
80 CP), y con fundamento en ello
 
… ostenta la titularidad de la potestad sancionatoria en materia ambiental, la cual es 
ejercida a través de las autoridades que hacen parte del sina, a saber, el Ministerio 
de Ambiente y Desarrollo Sostenible; las Corporaciones Autónomas Regionales 
(car); las Corporaciones de Desarrollo Sostenible; las Unidades Ambientales de 
los Grandes Centros Urbanos y la Unidad Administrativa Especial del Sistema 
de Parques Nacionales Naturales, de conformidad con las funciones legalmente 
asignadas a cada una de ellas28.
28 El Consejo de Estado hizo una revisión histórica de la potestad sancionatoria en materia ambiental, 
así: “[…] la potestad sancionatoria ambiental del Estado se encuentra prevista en el ordenamiento 
jurídico colombiano con anterioridad a la expedición de la Carta Política de 1991. Así, el artículo 
18 de la Ley 23 de 1973 facultó a la Administración para imponer sanciones por la comisión 
de infracciones contra el medio ambiente; sin embargo, no señaló el procedimiento para su 
imposición. Posteriormente, los artículos 163, 28 y 339 del Decreto 2811 de 197 instituyeron 
el deber de sancionar las conductas que atenten contra el buen uso de los recursos naturales re-
novables, norma que también omitió reglamentar la materia, motivo por el cual, cada normativa 
ambiental definió el trámite particular a seguir en cada caso para la imposición de sanciones por 
transgresión a las mismas, por ejemplo, los Decretos 1681 del  de agosto de 1978; 151 del 26 
de julio de 1978 y 1608 del 31 de julio de 1978. A través de la Ley 9.ª del 2 de enero de 1979 
se dictaron medidas sanitarias creando un régimen sancionatorio que preveía la clasificación y 
definición de las medidas sanitarias o de policía y las sanciones en estricto sentido. Más adelante 
se expidió el Decreto 159 del 26 de junio de 198, reglamentario del Código Sanitario, en el que 
se fijó el procedimiento para la imposición de medidas preventivas, al igual que sancionatorias, 
en materia de aguas y residuos líquidos, entre otros temas contenidos en el Código Sanitario. La 
Ley 99 pretendió unificar el procedimiento para la imposición de sanciones por infracción a la 
normativa ambiental remitiéndose a lo dispuesto en el Decreto 159 de 198 en los términos del 
parágrafo 3. º del artículo 85; empero, continuaron vigentes los trámites reglamentados en normas 
especiales. De igual manera, la norma en referencia reguló con mayor detalle la concesión de las 
licencias ambientales y las tasas retributivas, así como los instrumentos para la gestión ambiental 
y las sanciones a la infracción de normas ambientales, esto fortaleció la reglamentación existente 
en lo que a la protección de los recursos naturales se refiere y, asimismo, creó herramientas para la 
prevención y control de aquellas actividades con la potencialidad de provocar el daño o deterioro 
del medio ambiente, a través de la imposición de un costo directo a quienes generen externalidades 
ambientales negativas” (Consejo de Estado, 2018).
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Por lo tanto, y con fundamento en esa potestad sancionatoria del Esta-
do, el Consejo de Estado resaltó que la normativa ambiental estableció las 
siguientes medidas como parte integral de la gestión ambiental, y a su vez 
como resultado de infracción a la normativa en la materia, a saber: i) medidas 
preventivas; ii) sanciones administrativas en sede del proceso administrativo 
correspondiente, y iii) medidas compensatorias.
En líneas siguientes el alto Tribunal desarrolló conceptualmente cada 
una de las medidas así: 
Las medidas preventivas. La labor preventiva ha adquirido una relevancia notable 
en nuestro ordenamiento jurídico respecto de la protección al medio ambiente, 
como quiera que todas las circunstancias que lo alteren, de materializarse, pueden 
provocar impactos negativos irreversibles o, en el evento de ser posible, retrotraen 
las cosas al estado anterior, los costos de ello suelen ser elevados. 
[…]
A su turno, el parágrafo del artículo 1.º de la Ley 1333, dispone que “[…] En ma-
teria ambiental, se presume la culpa o el dolo del infractor, lo cual dará lugar a las 
medidas preventivas. El infractor será sancionado definitivamente si no desvirtúa 
la presunción de culpa o dolo para lo cual tendrá la carga de la prueba y podrá 
utilizar todos los medios probatorios legales […]. El artículo 1.º del Decreto 201 
del 15 de octubre de 201[29] define las medidas de prevención como ‘[…] las 
acciones encaminadas a evitar los impactos y efectos negativos que pueda generar 
un proyecto, obra o actividad sobre el medio ambiente […]’. Estas medidas están 
orientadas a evitar o impedir que se materialice o continúe un hecho que atente 
contra el medio ambiente, los recursos naturales, el paisaje o la salud humana. Así 
las cosas, la autoridad ambiental competente debe proceder de oficio o a petición 
de parte para comprobar el hecho denunciado y determinar la necesidad de impo-
ner las medidas preventivas a través de un acto administrativo motivado según lo 
dispuesto por el artículo 12 de la Ley 1333. En los casos de flagrancia, la autoridad 
ambiental está obligada a imponer medidas cautelares y, de ser necesarias, medidas 
preventivas de carácter inmediato, de lo cual debe levantar un acta en la que se 
expliquen las razones para su adopción, acta que debe ser legalizada a través de un 
acto administrativo. Las medidas preventivas se caracterizan por ser: i) inmediatas, 
ii) precautorias y iii) transitorias, adicional a lo cual se aplican sin perjuicio de las 
sanciones correspondientes derivadas de una infracción ambiental y contra ellas no 
procede recurso alguno –art. 32 de la Ley 1333–. Según la gravedad de la infrac-
29 Por el cual se reglamenta el Título viii de la Ley 99 de 1993 sobre licencias ambientales.
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ción, en aplicación del principio de proporcionalidad la autoridad ambiental puede 
imponer las siguientes medidas preventivas: amonestación escrita30, decomiso o 
aprehensión preventiva de especímenes, elementos, productos y subproductos de 
fauna y flora silvestre31 y suspensión de la obra o actividad32: acaece cuando la 
ejecución de una actividad u obra pueda producir un perjuicio o poner en peligro 
el medio ambiente, los recursos naturales, el paisaje o la salud humana, o cuando 
no se disponga de los permisos ambientales necesarios.
Las medidas sancionatorias. Se destacan por tener una función correctiva y compen-
satoria en cumplimiento de los principios ambientales señalados en la normativa 
nacional e internacional. La aplicación de las sanciones está sometida a la exis-
tencia de infracciones contra el medio ambiente […] Las acciones sancionatorias 
ambientales pueden promoverse en cualquier tiempo siempre que las condiciones 
que provocaron la infracción permanezcan, y caducarán en el evento de que hayan 
transcurrido 20 años desde el hecho generador, conforme con el artículo 10.º de la 
Ley 1333. Las sanciones ambientales que no sean ejecutadas perderán fuerza en los 
eventos previstos en el artículo 91 de la Ley 137, según lo indicado en el artículo 
11 ibídem, estos son: i) suspensión provisional de la sanción; ii) la desaparición de 
sus fundamentos de hecho o de derecho; iii) cuando no se lleven a cabo los actos 
necesarios para ejecutar las sanciones en un periodo de 5 años; iv) el cumplimiento 
de la condición resolutoria a la que se encuentre sujeta la sanción; o v) cuando 
pierda su vigencia33.
30 Se trata de un llamado de atención escrito al presunto infractor, opera cuando no se hayan puesto 
en grave peligro los recursos naturales, el paisaje o la salud de las personas, y puede incluir la 
obligación de atender a cursos de educación ambiental, según lo señalado en el artículo 37 de la 
Ley 1333.
31 En este caso se retienen de forma temporal productos, especímenes de fauna y flora, equipos, 
medios, vehículos, materias primas o implementos utilizados para cometer una infracción am-
biental o que resultan de esta.
32 Acaece cuando la ejecución de una actividad u obra pueda producir un perjuicio o poner en 
peligro el medio ambiente, los recursos naturales, el paisaje o la salud humana, o cuando no se 
disponga de los permisos ambientales necesarios.
33 El artículo 0 de la Ley 1333 prevé que las sanciones a imponer están sujetas a unas características 
particulares, a saber: i) pueden imponerse como principales o accesorias; ii) atienden al principio 
de proporcionalidad de acuerdo a la gravedad de la infracción; iii) no eximen al infractor de eje-
cutar las obras o acciones ordenadas, ni de restaurar el medio ambiente, los recursos naturales o 
el paisaje afectados, y iv) se aplican sin perjuicio de las acciones civiles, penales y disciplinarias a 
que hubiere lugar. Se encuentran tipificadas y desarrolladas en los artículos 0 a 9 de la Ley 1333, 
estas son: multas diarias hasta por 5.000 smmlv, cierre temporal o definitivo del establecimiento, 
edificación o servicio, revocatoria o caducidad de licencia ambiental autorización, concesión, 
permiso o registro, demolición de obra a costa del infractor, decomiso definitivo de especímenes, 
especies silvestres exóticas, productos y subproductos, elementos, medios o implementos utilizados 
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Medidas compensatorias. La reparación de los daños al medio ambiente se torna difícil 
en tanto, en algunas ocasiones, estos son irreversibles, por ejemplo, en los eventos 
de pérdida de especies; no obstante, ante la ocurrencia del daño, se requiere de la 
adopción de medidas para restablecer la situación al estado anterior a que tuviera 
lugar el hecho perjudicial. […] Ahora bien, en lo que respecta al ordenamiento 
jurídico colombiano, el artículo 80 Constitucional le atribuye la obligación al Estado 
de exigir la reparación de los daños causados al medio ambiente, esto desde las 
perspectivas de reparación personal y reparación ecosistémico, esta última orientada 
a la reparación in natura del medio ambiente. Como una expresión de la norma 
superior previamente referida, el artículo 31 de la Ley 1333 hace referencia a las 
medidas compensatorias o de reparación, indicando que “[…] la imposición de una 
sanción no exime al infractor del cumplimiento de las medidas que la autoridad 
ambiental competente estime pertinente establecer para compensar y restaurar el 
daño o el impacto causado con la infracción […]”, la misma norma prevé que esas 
medidas deben guardar una estricta proporcionalidad con el daño causado, en ese 
contexto, debe entenderse que las medidas compensatorias son una categoría inde-
pendiente de las sancionatorias y preventivas, que están orientadas a materializar el 
principio de la restitutio in integrum, que se refiere al restablecimiento de las cosas 
a su estado previo a la ocurrencia del hecho dañoso.
La definición de las medidas de compensación se encuentra en el artículo 1.º del 
Decreto 201 de 201, conforme al cual “[…] son las acciones dirigidas a resarcir 
y retribuir a las comunidades, las regiones, localidades y al entorno natural por los 
impactos o efectos negativos generados por un proyecto, obra o actividad, que no 
puedan ser evitados, corregidos o mitigados […]”.
Finalmente, el Consejo de Estado determinó que el otro escenario es,
[…] al momento de proferir sentencia, en el que operan medidas tanto preventivas 
como compensatorias dependiendo de si se trata de la amenaza o la efectiva tras-
gresión de un derecho o interés colectivo puesto que el artículo 3 de la Ley 72 
prevé que la decisión judicial podrá contener una orden de hacer o de no hacer, 
condenar al pago de perjuicios en el evento en que se haya causado un daño a un 
derecho o interés colectivo, y exigir la realización de las conductas necesarias para 
volver las cosas al estado anterior a la vulneración del derecho o interés colectivo 
cuando fuere físicamente posible. De igual forma, la norma hace mención especial 
al daño causado a los recursos naturales, indicando que el juez debe procurar la 
restauración de área afectada destinando para ello una parte de la indemnización, 
para cometer la infracción, restitución de especímenes de especies de fauna y flora silvestres, y 
trabajo comunitario según condiciones establecidas por la autoridad ambiental.
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lo que para la Sala no quiere decir que ello excluya la imposición de medidas re-
sarcitorias que para el caso concreto se consideren adecuadas y satisfagan el bien 
jurídico protegido en virtud del principio de proporcionalidad.
d .  r e g la s  a  t e n e r  e n  c  e n ta  c o n  f  n dam en to  
e n  la  s e n t e n c i a  e s t  d i a da 
– La potestad sancionatoria del Estado, especialmente en materia ambien-
tal, se desprende de su obligación constitucional de proteger los recursos 
naturales y prevenir el deterioro ambiental (art. 80). 
– Las medidas preventivas, sancionatorias y compensatorias son parte 
integral de la gestión medioambiental y son el fin último del procedimiento 
sancionatorio ambiental. 
– A pesar de que esto ha sido claramente desarrollado y conocido por las 
autoridades ambientales, el Consejo de Estado aclaró los conceptos con el 
fin de que se apliquen en los casos correctos y de la forma establecida por la 
ley, para evitar que lleguen a la jurisdicción y se presente un desgaste para 
la Administración por el uso indebido de las medidas. 
De este pronunciamiento se evidencia claramente que el proceso sancio-
natorio ambiental es fundamental para el cumplimiento de los deberes del 
Estado en la materia. Asimismo, se resalta el papel de las medidas preventivas 
con el fin de evitar los daños ambientales, pues muchos son irreversibles. 
6 .  s e c c i  n  q  i n ta .  s e n t e n c i a  0 8 0 0 1 - 2 3 - 3 1 - 0 0 0 -
2 0 1 0 - 0 0 6 7 6 - 0 1  d e l  2 1  d e  j  n i o  d e  2 0 1 8 ,  
m .  p. :  c a r lo s  e n r i q  e  m o r e n o  r b i o
a .  s i t ac i  n  f  c t i c a
En esta oportunidad el Consejo de Estado estudia el recurso de apelación 
presentado por el Departamento Técnico Administrativo del Medio Am-
biente de Barranquilla y del Distrito Especial, Industrial y Portuario de 
Barranquilla contra la Sentencia del 26 de julio de 2013 del Tribunal Ad-
ministrativo de Barranquilla. 
Los antecedentes del caso son:
– La Sociedad Inversiones García Hermanos y Cía. S. en C. demandó 
para que se declare la nulidad de la Resolución 0060 de 2010 proferida por 
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el Departamento Técnico Administrativo del Medio Ambiente de Barran-
quilla y del Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla, por 
medio de la cual impuso medida preventiva en contra de la sociedad actora. 
– La Sociedad Inversiones García Hermanos y Cía. S. en C. es titular 
de una licencia de concesión portuaria expedida por la dimar, y mediante la 
Resolución 0572 de 200 el director general de Barranquilla otorgó licencia 
ambiental a la sociedad actora para el proyecto de construcción y/u operación 
del muelle en la ribera del río Magdalena. 
– A través de la Resolución 1691 de 2009 el Departamento Técnico 
Administrativo del Medio Ambiente de Barranquilla y del Distrito Especial 
aceptó los resultados del estudio de calidad del aire presentados para su 
evaluación por el tipo de actividad que se desarrolla. 
– En el 2010 se expidió la Resolución 0060 por medio de la cual el alcal-
de de Barranquilla impuso medida preventiva consistente en la suspensión 
temporal de actividades por el término de tres meses por la calidad de aire 
que podría afectar a la comunidad aledaña por polvillo de carbón.
– Por medio de la Resolución 0515 de 2010 el damab levantó la medida 
preventiva de suspensión impuesta por la alcaldía y ordenó cumplir con una 
serie de obligaciones relacionadas con el cargue, descargue y almacenamiento 
del carbón.
– La sociedad demandó el acto administrativo por considerar que se 
desconocieron el parágrafo 3.º del artículo 2.º, los artículos 12, 13 y 16 de 
la Ley 1333 de 2009 y el numeral 6 del artículo 1.º de la Ley 99 de 1993. 
Expuso, además, que los hechos que se invocaron como sustento de la 
resolución demandada eran inexistentes, y aseguró que la actuación admi-
nistrativa fue ilegal y arbitraria en razón a que se omitieron los términos 
para dar respuestas a las peticiones elevadas, así como los establecidos por 
la norma ambiental para emitir un pronunciamiento sobre la iniciación del 
procedimiento sancionatorio o el levantamiento de la medida preventiva.
La sentencia de primera instancia declaró la nulidad de la Resolución 
0060 del 9 de febrero de 2010 y, en consecuencia, condenó a la demandada a 
pagar por concepto de perjuicios materiales, por considerar que desconoció 
el debido proceso de la sociedad.
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b .  p ro b l em a  j  r  d i c o
¿Se desconoció la Ley 1333 de 2009 al imponer una medida preventiva y no 
emitir pronunciamiento sobre la iniciación del procedimiento sancionatorio 
o el levantamiento de la medida preventiva?
c .  a n  l i s i s  d e l  p r e s  p  e s to  f  c t i c o  
y  la  n o rm at i a  s a n c i o nato r i a  am b i e n ta l  
p o r  e l  c o n s e j o  d e  e s ta d o
Luego de analizar la norma (Ley 1333 de 2009) el Consejo de Estado destacó 
que, una vez impuesta una medida preventiva, la autoridad que la impuso 
cuenta con el término de diez días, no sólo para evaluar si existe mérito para 
iniciar el procedimiento sancionatorio, sino además, de encontrar que no 
hay mérito, para levantar la medida. 
En ese orden de ideas, la norma plantea dos escenarios: 
i) Que en los diez días siguientes a la imposición de la medida preventiva se 
encuentre mérito para iniciar la actuación sancionatoria y lo haga, evento en el 
cual, la medida se levantará una vez se superen los motivos para su imposición.
ii) Que en los diez días no se encuentre mérito suficiente para iniciar la 
actuación, caso en el cual se procederá a levantarla inmediatamente. 
No obstante, los diez días se cuentan luego de los cinco que tiene la autori-
dad que impuso la medida para trasladarla a la autoridad ambiental competente. 
Luego de revisar la norma y los hechos del caso, el Consejo de Estado 
evidenció que se incumplió la norma toda vez que ni se inició el procedi-
miento sancionatorio correspondiente ni se levantó la medida impuesta en 
el término dado por la norma. 
Ahora bien, la Sala resaltó que esa situación no conllevó que se afectara 
la validez del acto administrativo que impuso la medida preventiva, pues 
fue una circunstancia que tuvo lugar después de que se profiriera el acto, y 
es claro que las causales de nulidad de los actos administrativos no pueden 
aplicarse retroactivamente. 
Bajo la anterior premisa, el Consejo de Estado señalço que:
[…] los argumentos dirigidos a atacar el acto administrativo relacionados con el des-
conocimiento del precitado término no tienen influencia alguna en su legalidad, por 
lo que se concluye que lo precedente en este punto es negar las pretensiones […].
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En líneas siguientes revisó la norma que define la medida preventiva, y 
determinó que la finalidad es prevenir o impedir un hecho o actividad que 
atente contra el medio ambiente, y en el caso concreto, el fundamento de la 
medida incluyó las quejas de los vecinos y la visita técnica adelantada por la 
autoridad administrativa, las cuales no fueron desvirtuadas por la sociedad. 
Por lo tanto, la Sala consideró que la sociedad no logró desvirtuar los 
motivos de la medida preventiva y así atacar la legalidad del acto adminis-
trativo, quedando entonces, que a pesar de que no se dio cumplimiento a 
los términos de la norma, ello no afectó su legalidad. 
Finalmente, el Consejo de Estado revocó la sentencia de primera instancia 
y denegó las pretensiones de la sociedad. 
d .  r e g la s  a  t e n e r  e n  c  e n ta  c o n  f  n dam en to  
e n  la  s e n t e n c i a  e s t  d i a da
– Las medidas preventivas tienen un término dado por la norma para que 
sean conocidas por la autoridad ambiental competente, y a su vez esta última 
debe tomar decisiones al respecto; no obstante, el incumplimiento a estos 
términos no ataca de forma directa la legalidad del acto administrativo que 
decreta las medidas preventivas. 
Si bien el incumplimiento del término dado por la norma no afecta la 
legalidad del acto administrativo, la autoridad judicial debe reconocer la 
importancia de dar total efectividad a los términos dados por la norma, 
pues en caso contrario se estarían desconociendo derechos como el debido 
proceso, en razón a que estas medidas quedarían sostenidas en el tiempo 
afectando los derechos de los presuntos infractores. 
7.  s e c c i  n  p r i m e ra .  s e n t e n c i a  0 5 0 0 0 1 - 2 3 - 3 3 - 0 0 0 -
2 0 1 8 - 0 1 1 9 9 - 0 1  d e l  6  d e  s e p t i e m b r e  d e  2 0 1 8 ,  
m .  p. :  m a r  a  e l i z a b e t h  g a rc  a  g o n z  l e z
a .  s i t ac i  n  f  c t i c a
La señora Liliana María Carmona presentó acción popular en contra de Co-
rantioquia y el señor John Fernando Jaramillo para que se le protegieran los 
derechos colectivos al goce de un ambiente sano y a la existencia de un equilibrio 
ecológico, y el manejo y aprovechamiento racional de los recursos naturales. 
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El señor Jaramillo construyó un desagüe artificial que cambió el curso 
del agua, así como la vegetación y el ecosistema, situación que llegó a cono-
cimiento de la autoridad ambiental competente, la cual dio aplicación a la 
Ley 1333 de 2009 y verificó que efectivamente se desvió el cauce del agua 
de la quebrada San José sin contar con los permisos ambientales necesarios. 
Por lo tanto, la autoridad ambiental verificó que se presentó un daño 
ambiental consistente en: 
– Alteraciones de las propiedades físicas, químicas y biológicas del suelo. 
– Alteración de la calidad y cantidad de aguas superficiales y de infil-
tración. 
– Daño moderado en la disminución de la cobertura vegetal, debido a 
la pérdida y alteración de micro fauna y fauna íctica. 
No obstante, a la fecha de presentación de la acción popular la autoridad 
ambiental no había tomado las medidas necesarias para restablecer el curso 
de la quebrada, por lo que solicitó como medida cautelar que la autoridad 
ambiental realizara un nuevo estudio de las condiciones de los ecosistemas 
y con base en ello tomara las decisiones que estimara pertinentes para pro-
teger el medio ambiente, imponiéndole un término de diez días para esa 
medida cautelar. 
La citada medida cautelar fue concedida por el juez de primera instancia, 
a lo cual Corantioquia interpuso recurso de apelación en el que manifestó 
que para el ejercicio de sus funciones debía respetar derechos fundamentales 
como el debido proceso y de defensa, razón por la que estaba en la obliga-
ción de dar cumplimiento a los procedimientos y términos procesales que 
la norma le impuso. 
En ese orden de ideas, solicitó se reevaluara el término y la orden dada 
por el Tribunal, con el fin de dar cabal cumplimiento al procedimiento san-
cionatorio que se encontraba adelantando. 
b .  p ro b l em a  j  r  d i c o 
¿Es procedente que, como medida cautelar, el juez de la acción popular 
ordene a una autoridad ambiental impartir medidas preventivas dentro de 
un proceso sancionatorio ambiental en curso, teniendo en cuenta que la 
naturaleza jurídica y los procedimientos a que deben sujetarse estos instru-
mentos difieren sustancialmente?
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c .  a n  l i s i s  d e l  p r e s  p  e s to  f  c t i c o  
y  la  n o rm at i a  s a n c i o nato r i a  am b i e n ta l  
p o r  e l  c o n s e j o  d e  e s ta d o
En primer lugar se revisó el procedimiento sancionatorio ambiental y sus 
etapas contenidas en la Ley 1333 de 2009, y se concluyó que ese proceso 
obedeció al cumplimiento del ejercicio de la potestad sancionatoria del Es-
tado y culminó con la expedición de un acto administrativo susceptible de 
control judicial a través de los medios previstos en el cpaca. 
Posteriormente se revisó la norma que regula las medidas cautelares que el 
juez popular puede decretar, y se determinó que está facultado para decretar 
cualquier medida cautelar y en particular, si así lo considera, las contenidas 
en los artículos 25 y 230 de la Ley 72 de 1998 y del cpaca, respectivamente.
En ese orden de ideas, la Sala encontró que un mismo hecho puede 
dar lugar a la intervención de distintas autoridades, como ocurre en el caso 
concreto con el procedimiento sancionatorio ambiental y el juez popular, y 
por lo tanto concluyó que:
[…] comoquiera que cada una de las intervenciones descritas opera de manera 
independiente la una de la otra, no le es dable al Juez popular ordenar a la autori-
dad administrativa la imposición de medidas o adopción de órdenes al interior del 
proceso sancionatorio ambiental, pues sus actuaciones están sometidas al imperio 
de la ley y conforme al material probatorio allí recaudado, más aún si se tiene en 
cuenta que la intervención del juez popular está delimitada por la vulneración de 
los derechos colectivos y no por el control judicial sobre los actos expedidos por 
la autoridad ambiental.
Adicionalmente, es de precisar, de conformidad con lo explicado en precedencia, 
que el Juez en las acciones populares tiene amplias facultades para decretar las 
medidas cautelares que considere pertinentes para prevenir un daño inminente 
o hacer cesar el que se hubiere causado, sin necesidad de acudir a otra autoridad 
para que esta las decrete, máxime si la adopción de medidas cautelares se encuentra 
sometida a un régimen diferente y más amplio que el previsto para las medidas 
preventivas ordenadas en la Ley 1333.
Y con fundamento en lo anterior ordenó a Corantioquia que en el término 
de cinco días realizara un estudio técnico en la zona para establecer la na-
turaleza del daño, e indicara al Tribunal las medidas para mitigarlo y con 
fundamento en ello establecer la medida cautelar pertinente. 
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d .  r e g la  a  t e n e r  e n  c  e n ta  c o n  f  n dam en to  
e n  la  s e n t e n c i a  e s t  d i a da
A pesar de que en esta oportunidad el Consejo de Estado no se pronunció 
sobre el procedimiento sancionatorio, destacó que se pueden llevar a cabo 
dos procesos de diferente naturaleza jurídica sobre los mismos hechos, si-
tuación que no conlleva la vulneración de derechos del presunto infractor 
como el debido proceso. 
No obstante, no se comparte la decisión tomada por el alto tribunal en 
esta sentencia, toda vez que los procesos ambientales tienen cierta comple-
jidad que conlleva considerar que en el término de los cinco días dados a 
la autoridad ambiental no se puede adelantar un estudio técnico riguroso 
e integral que permita validar las acciones pertinentes para la mitigación 
o recuperación del ecosistema. Esto evidencia que el conocimiento técnico 
ambiental es necesario para la toma de decisiones en diferentes instancias 
como la judicial. 
c on c l s i o n e s
De la revisión jurisprudencial que se adelantó como investigación sustento 
del presente documento se pueden extraen las siguientes conclusiones: 
1. La potestad sancionatoria del Estado, en especial en materia ambiental, 
es fundamental para proteger los recursos naturales y el medio ambiente, 
pero a su vez se da cumplimiento a la obligación del Estado de prevenir los 
factores de deterioro ambiental. 
2. La jurisprudencia contenciosa administrativa reconoce la importancia 
de integrar las Leyes 137 de 2011 y 1333 de 2009, so pena de desconocer 
derechos constitucionales como el debido proceso. 
3. Se evidencia que desde su promulgación la Ley 1333 de 2009 presentó 
vacíos que fueron suplidos por normas generales como el Código General 
del Proceso y el cpaca. No obstante, es evidente que aún hay vacíos que 
no se han subsanado, y que ni siquiera el juez contencioso ha estudiado la 
forma de subsanarlos. 
. De la lectura de las diferentes sentencias revisadas para esta investiga-
ción se constató que las autoridades judiciales deben tener un conocimiento 
técnico en materia ambiental, con el fin de tomar decisiones eficaces que 
permitan ser cumplidas y sean acordes con la realidad ambiental del país. 
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Por lo tanto, se insiste en la necesidad de una especialidad ambiental dentro 
de la jurisdicción contenciosa. 
5. Se encontraron muchas sentencias en materia sancionatoria, pero sólo 
algunas en el tema ambiental, evidenciando que aún es muy poco lo que el 
Consejo de Estado se ha podido pronunciar sobre los aspectos procesales y 
sustanciales de la Ley 1333 de 2009. Es así que se espera que en los próximos 
años esta alta corte conozca aún más de las vicisitudes de este proceso y pueda 
sentar su posición respecto de las dudas o vacíos que se están presentando 
y se puedan presentar. 
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